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Asimismo, se han tenido en cuenta en la redacción del
Texto la aprobación del Real Decreto 1475/2001, de 27 de
diciembre, sobre traspaso a la Comunidad Autónoma de
Aragón de las funciones y servicios del Instituto Nacional de
la Salud y la transferencia de los Centros sanitarios de las
Diputaciones Provinciales de Huesca, Teruel y Zaragoza en
virtud de lo establecido en los Decretos 126/2000, 127/2000
y 128/2000, de 29 de junio y por los Decretos 32/2001, de 16
de enero, 223/2000, de 19 de diciembre, y 31/2001, de 16 de
enero que modifican y amplían los medios adscritos a los
servicios, funciones y establecimientos sanitarios de las
Diputaciones Provinciales traspasados a la Comunidad Autó-
noma de Aragón respectivamente.

La integración de textos normativos ha supuesto, en la
mayor parte de los casos, una labor de modificación, adición
o supresión de los concretos preceptos legales afectados por
las leyes posteriores, si bien se ha hecho uso de la facultad
otorgada por la Disposición Final Primera de la Ley 26/2003,
de 30 de diciembre, de Medidas Tributarias y Administrati-
vas que autoriza al Gobierno de Aragón para refundir dispo-
siciones vigentes en materia de salud de acuerdo con la si-
guiente redacción: «1. En el plazo de un año tras la entrada
en vigor de esta Ley, el Gobierno de Aragón aprobará el De-
creto Legislativo que refunda la Ley 2/1989, de 21 de abril,
del Servicio Aragonés de Salud, modificada por la Ley
8/1999, de 9 de abril, de reforma de la anterior; por la Ley
13/2000, de 27 de diciembre, de medidas tributarias y admi-
nistrativas; por la Ley 26/2001, de 28 de diciembre, de me-
didas tributarias y administrativas; por la Ley 6/2002, de 15
de abril, de Salud de Aragón, y por la presente Ley. 

2. La autorización a que se refiere esta disposición inclu-
ye la facultad de regularizar, aclarar y armonizar el texto le-
gal que ha de ser refundido.»

En virtud de todo lo anterior y de conformidad con el ar-
tículo 28, apartados 1 y 3 del Decreto Legislativo 1/2001, de
3 de julio, del gobierno de Aragón, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley del Presidente y del Gobierno de
Aragón, a propuesta de la Consejera del Departamento res-
ponsable en materia de Salud, de acuerdo con el Dictamen de
la Comisión Jurídica Asesora del Gobierno de Aragón en su
reunión de 30 de diciembre de 2004.

DISPONGO

Artículo único.— Se aprueba el Texto Refundido de la
Ley del Servicio Aragonés de Salud, que se inserta a conti-
nuación como Anexo.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Única.— Concordancias.
Todas las referencias que se contengan en disposiciones

legales o reglamentarias a la Ley 2/1989, de 21 de abril, del
Servicio Aragonés de Salud, reformada por la Ley 8/1999, de
9 de abril, por las leyes 13/2000, de 27 de diciembre,
26/2001, de 28 de diciembre y 26/2003, de 30 de diciembre,
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Texto Refundido de la Ley del Ser-
vicio Aragonés de Salud.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

De acuerdo con lo establecido en el artículo 155 del Re-
glamento de la Cámara, se ordena la publicación en el Bole-
tín Oficial de las Cortes de Aragón del Texto Refundido de
la Ley del Servicio Aragonés de Salud, aprobado mediante
Decreto Legislativo 2/2004, de 30 de diciembre, del Gobier-
no de Aragón.

Zaragoza, 24 de enero de 2005.

El Presidente de las Cortes
FRANCISCO PINA CUENCA

Decreto Legislativo 2/2004,
de 30 de diciembre, del Gobierno de Aragón,

por el que se aprueba el Texto Refundido
de la Ley del Servicio Aragonés de Salud

La creación del Servicio Aragonés de Salud por ley ara-
gonesa 2/1989, de 21 de abril, respondió a la consideración
de dicho organismo como instrumento que permitiera la uni-
ficación funcional de todos los centros y servicios sanitarios
de la Comunidad Autónoma así como el desarrollo de los
principios inspiradores de la reforma sanitaria en el territorio
aragonés, dentro del marco general de la Ley 14/1986, de 25
de abril, General de Sanidad.

En esta línea, la Ley 8/1999, de 9 de abril, de Reforma de
la Ley 2/1989, de 21 de abril, del Servicio Aragonés de Salud
introdujo modificaciones sustanciales en la anterior regula-
ción permitiendo una real y eficaz actuación descentraliza-
dora que hiciera posible flexibilizar la gestión del organismo
hacia la adopción de decisiones demandadas por las necesi-
dades inmediatas que la prestación de servicios planteaba.

Anteriormente, al amparo de la reforma del Estatuto de
Autonomía de Aragón introducida por Ley Orgánica 5/1996
de 30 de diciembre, el Servicio Aragonés de Salud vio am-
pliadas cualitativa y cuantitativamente sus competencias sa-
nitarias fruto de la atribución a la Comunidad Autónoma de
la ejecución de la legislación general del Estado en la gestión
y asistencia sanitaria de la Seguridad Social.

Por otro lado, la Ley 6/2002, de 15 de abril, de Salud de
Aragón atribuye nuevamente al Servicio Aragonés de Salud
la función principal de gestión y provisión de la asistencia
sanitaria en la Comunidad Autónoma si bien deroga y modi-
fica sustancialmente el articulado de la Ley 2/1989, de 21 de
abril, del Servicio Aragonés de Salud, modificada por la Ley
8/1999, de 9 de abril, y posteriormente con sucesivas modi-
ficaciones introducidas por las leyes 13/2000, de 27 de di-
ciembre, 26/2001, de 28 de diciembre y 26/2003, de 30 de
diciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas.



de Medidas Tributarias y Administrativas y 6/2002, de 15 de
abril, de Salud de Aragón, se entenderán hechas al Texto re-
fundido de la Ley del servicio Aragonés de Salud.

Si las referencias se expresarán con indicación de la nu-
meración de un determinado artículo en la Ley 2/1989, de 21
de abril, del Servicio Aragonés de Salud, se entenderán sus-
tituidas por la numeración que corresponda a dicho artículo
en el Texto refundido del Servicio Aragonés de Salud.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.— Queda derogada la Ley 2/1989, de 21 de abril,
del Servicio Aragonés de Salud, reformada por la Ley
8/1999, de 9 de abril, por las leyes 13/2000, de 27 de diciem-
bre, 26/2001, de 28 de diciembre y 26/2003, de 30 de di-
ciembre, de Medidas Tributarias y Administrativas y 6/2002,
de 15 de abril, de Salud de Aragón, así como cuantas dispo-
siciones de igual o inferior rango se opongan a lo preceptua-
do en este Decreto Legislativo.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.— Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno de Aragón para dictar las dispo-

siciones reglamentarias necesarias para el desarrollo del
Texto refundido que se inserta como Anexo.

Segunda.— Entrada en vigor.
El presente Decreto Legislativo y el Texto refundido que

aprueba entrarán en vigor el día siguiente al de su publica-
ción en el Boletín Oficial de Aragón.

Zaragoza, 30 de diciembre de 2004.

El Presidente del Gobierno de Aragón
MARCELINO IGLESIAS RICOU
La Consejera de Salud y Consumo 

LUISA MARÍA NOENO CEAMANOS

ANEXO

Texto Refundido de la Ley
del Servicio Aragonés de Salud

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.— Creación y naturaleza.
1. El Servicio Aragonés de Salud es un organismo autó-

nomo que se adscribe al Departamento responsable en mate-
ria de Salud de la Administración de la Comunidad Autó-
noma.

2. El Servicio Aragonés de Salud estará dotado de perso-
nalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar, patrimo-
nio propio y recursos humanos, financieros y materiales, al
objeto de hacer efectivo el derecho a la protección de la sa-
lud en el ámbito de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con
lo establecido en los artículos 43 y concordantes de la Cons-
titución.

Artículo 2.— Regulación.
El Servicio Aragonés de Salud se regirá por la presente

Ley, por lo previsto en el Título VI del Decreto Legislativo
2/2001, de 3 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley de la Administración
de la Comunidad Autónoma de Aragón, así como por la Ley
6/2002, de 15 de abril, de Salud de Aragón, y por las demás
normas que le sean aplicables.

Artículo 3.— Centros, servicios y establecimientos sani-
tarios.

1. El Servicio Aragonés de Salud estará integrado por los
siguientes centros, servicios y establecimientos sanitarios:

a) Los propios de la Comunidad Autónoma en el mo-
mento de promulgación de esta Ley. 

b) Los transferidos por las Diputaciones Provinciales así
como los que se le transfieran o adscriban por convenio o por
disposición legal por las corporaciones locales de Aragón.

c) Los transferidos por la Seguridad Social.
d) Otros que pueda crear o recibir por cualquier título la

Comunidad Autónoma.
2. Corresponderá al Servicio Aragonés de Salud la ges-

tión de los conciertos con entidades sanitarias no integradas
en el mismo, de acuerdo con las normas y principios esta-
blecidos en las bases estatales de ordenación del sistema sa-
nitario y en la presente Ley.

Artículo 4.— Objetivos.
Son objetivos básicos del Servicio Aragonés de Salud:
a) La atención integral de la salud individual y comunita-

ria de la población aragonesa, mediante la prestación de los
servicios sanitarios, en condiciones de igualdad para toda la
población. 

b) El aprovechamiento óptimo de los recursos sanitarios
disponibles, con el fin de elevar el nivel de salud en la co-
munidad. 

c) Promover la distribución equitativa de los servicios sa-
nitarios, tendente a superar los desequilibrios territoriales y
sociales en el ámbito de la Comunidad Autónoma. 

d) La coordinación funcional de las actividades de las
instituciones públicas y privadas, mediante el establecimien-
to de convenios, conciertos o cualesquiera otras fórmulas de
gestión o titularidad compartida, que permita alcanzar el
máximo rendimiento de los recursos disponibles y garantizar
al máximo la cantidad y calidad de la asistencia sanitaria.

Artículo 5.— Principios.
1. En su organización y funcionamiento, así como en el

ejercicio de sus competencias, el Servicio Aragonés de Salud
se acomodará a los siguientes principios:

a) Autonomía de gestión y organización de la admi-
nistración sanitaria de la Comunidad Autónoma, en el marco
de su integración y coordinación con el sistema nacional de
salud. 

b) Simplificación, eficacia, agilidad, racionalización y
coordinación administrativa.

c) Descentralización y desconcentración en la gestión. 
d) Humanización de los servicios en la atención al usua-

rio y máximo respeto a su dignidad y sus derechos, con apli-
cación, en lo posible, de la libre elección de facultativo sani-
tario. 
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e) Coordinación de los servicios sanitarios con el con-
junto de los servicios sociales de la Comunidad Autónoma. 

f) Planificación integral en el aprovechamiento de los re-
cursos y la prestación de los servicios sanitarios, incluidos
los ajenos vinculados o concertados. 

g) Ordenación territorial de los centros y servicios sani-
tarios, en áreas y zonas de salud, armonizándola con la co-
marcalización general de Aragón. 

h) Evaluación continuada de la calidad asistencial de los
servicios y prestaciones sanitarias, mediante sistemas de in-
formación actualizada, objetiva y programada. 

i) Priorización de los objetivos de prevención y promo-
ción de la salud individual y comunitaria. 

j) Participación democrática de los ciudadanos en la
orientación, evaluación y control de los servicios sanitarios
en los distintos ámbitos territoriales.

k) Optimización de la gestión de centros, servicios y es-
tablecimientos sanitarios y sociosanitarios, para la adecuada
protección de la salud y atención sanitaria a través de cual-
quier entidad de titularidad pública admitida en derecho.

2. El Servicio Aragonés de Salud aplicará y desarrollará
en su ámbito territorial los principios generales del sistema
nacional de salud y contribuirá al funcionamiento eficaz y
armónico del mismo.

Artículo 6.— Funciones.
1. El Servicio Aragonés de Salud desarrollará, en el ám-

bito de la Comunidad Autónoma, las siguientes funciones:
a) La gestión y coordinación integral de los recursos sa-

nitarios y asistenciales propios existentes en su territorio. 
b) La atención primaria integral mediante la promoción,

protección, recuperación y rehabilitación de la salud del in-
dividuo y de la comunidad. 

c) La asistencia sanitaria especializada, que incluye la
asistencia domiciliaria, ambulatoria y hospitalaria. 

d) La prestación de los recursos para la promoción y pro-
tección de la salud individual y colectiva, así como para el
diagnóstico, tratamiento y rehabilitación del individuo. 

e) El desarrollo de los programas de atención a los gru-
pos de mayor riesgo, así como los dirigidos a la prevención
y atención de deficiencias congénitas o adquiridas. 

f) Los programas de planificación familiar y la presta-
ción de los servicios correspondientes. 

g) La interrupción voluntaria del embarazo, de acuerdo
con lo previsto en la legislación vigente. 

h) La promoción y mejora de la salud mental y la presta-
ción de la asistencia psiquiátrica. 

i) La formación continuada del personal al servicio de la
organización sanitaria, en colaboración con el conjunto de
entidades docentes. 

j) Las acciones que le correspondan en la medicina de-
portiva. 

k) La coordinación del transporte sanitario. 
l) Cualquier otra actividad relacionada con la promoción

y protección de la salud que se le atribuya.
2. El Servicio Aragonés de Salud, para el ejercicio de las

funciones que le atribuye el apartado primero, podrá: 
a) Desarrollar directamente las referidas funciones me-

diante los centros, servicios y establecimientos sanitarios a los
que se refiere el apartado primero del artículo 3 de esta Ley.

b) Promover acuerdos, convenios, conciertos o fórmulas
de gestión integrada o compartida con entidades públicas o
privadas sin ánimo de lucro, con carácter complementario a
la utilización de los recursos del Servicio Aragonés de Salud. 

El Gobierno de Aragón garantizará en estos casos el ade-
cuado control, seguimiento y gestión de los mismos.

c) Promover la creación o constitución de entidades de
naturaleza o titularidad pública admitidas en derecho o la
participación del Servicio Aragonés de Salud en las mismas,
cuando así convenga a la gestión y ejecución de los servicios
o actuaciones.

Artículo 7.— Relación con las Corporaciones Locales.
1. El Gobierno de Aragón establecerá las directrices y

planes sanitarios generales a que deberán ajustarse las actua-
ciones sanitarias de las corporaciones locales de la Comuni-
dad Autónoma en el ejercicio de las responsabilidades de sa-
lud pública que le correspondan.

2. El Servicio Aragonés de Salud prestará su colabora-
ción a los ayuntamientos para la mejor gestión de las com-
petencias sanitarias que les son propias. Los ayuntamientos
podrán recabar para este fin el apoyo técnico del personal y
medios de las áreas de salud en cuya demarcación estén in-
cluidos.

Artículo 8.— Delimitación territorial.
En el ejercicio de sus competencias, el Servicio Arago-

nés de Salud se acomodará a la delimitación territorial fija-
da por el Gobierno de Aragón en el mapa sanitario de la
Comunidad Autónoma, de conformidad con las directrices
generales de ordenación territorial establecidas en la Ley por
la que se aprueban las Directrices Generales de Ordenación
Territorial para Aragón.

CAPÍTULO II
ESTRUCTURA ORGÁNICA

Artículo 9.— Órganos superiores.
Son órganos superiores del Servicio Aragonés de Salud:
a) El Consejo de Dirección.
b) El Director Gerente. 

Artículo 10.— Composición del Consejo de Dirección.
1. El Consejo de Dirección estará integrado por los si-

guientes miembros:
a) El Consejero del Departamento responsable en mate-

ria de Salud, que lo presidirá. 
b) El Director Gerente del Servicio Aragonés de Salud,

que asumirá la presidencia en los casos de vacante, ausencia
o enfermedad del Presidente.

c) Cuatro representantes de la Administración de la Co-
munidad Autónoma, designados por el Gobierno de Aragón
a propuesta del Consejero del Departamento responsable en
materia de Salud. 

d) Cinco representantes de las áreas de salud, elegidos
por los consejos de salud de área de acuerdo con lo que se es-
tablezca reglamentariamente, y nombrados por el Gobierno
de Aragón.

2. Actuará como Secretario del Consejo, con voz y sin
voto, el Director de Coordinación Administrativa del Servi-
cio Aragonés de Salud.

4712 Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 107 - 27 de enero de 2005



3. Los miembros del Consejo de Dirección sólo podrán
ser removidos de su condición previa solicitud de los órganos
que los hubieren propuesto.

4. El Presidente podrá convocar a las sesiones, con voz y
sin voto, a asesores técnicos, así como a personas o repre-
sentantes de organismos cuya asistencia considere de interés.

Artículo 11.— Competencias del Consejo de Dirección.
Corresponden al Consejo de Dirección las siguientes atri-

buciones:
a) Definir los criterios de actuación del Servicio Arago-

nés de Salud, de acuerdo con las directrices del Departamen-
to responsable en materia de Salud, así como adoptar las me-
didas necesarias para la mejor prestación de los servicios
gestionados por el organismo. 

b) Elevar al Departamento responsable en materia de
Salud el anteproyecto del presupuesto anual del organismo. 

c) Elevar la memoria anual de la gestión del servicio, pa-
ra su aprobación, al Consejero del Departamento responsable
en materia de Salud. 

d) Informar el reglamento del Servicio Aragonés de Sa-
lud y elaborar su reglamento de funcionamiento interno, para
su aprobación por el Departamento responsable en materia
de Salud. 

e) Proponer los precios y tarifas por servicios no gra-
tuitos. 

f) Proponer al Consejero del Departamento responsable
en materia de Salud la autorización de acuerdos, convenios,
conciertos o fórmulas de gestión integrada o compartida con
entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro. 

g) Cualquiera otra competencia del Servicio no atribuida
a otros de sus órganos.

Artículo 12.— Reuniones del Consejo de Dirección.
1. El Consejo de Dirección se reunirá, al menos, una vez

al trimestre y siempre que lo convoque su Presidente.
2. El Presidente convocará el Consejo cuando lo solici-

ten, al menos, un tercio de sus miembros para decidir sobre
las cuestiones que éstos propongan. Entre esta petición y la
reunión del Consejo no transcurrirán más de quince días.

Artículo 13.— Competencias del Director Gerente.
1. El Director Gerente del Servicio Aragonés de Salud os-

tentará la representación legal del mismo y ejercerá la direc-
ción, gestión e inspección inmediata de todas sus actividades,
de acuerdo con las directrices del Consejo de Dirección.

De forma específica, corresponden al Director Gerente
del Servicio Aragonés de Salud las siguientes competencias: 

a) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones que regulan
la actuación del Servicio Aragonés de Salud y los acuerdos
adoptados por el Gobierno, Consejero del Departamento res-
ponsable en materia de Salud y Consejo de Dirección, en las
materias que son de su competencia.

b) Supervisar y, en su caso, exigir el cumplimiento de las
limitaciones preventivas de carácter administrativo estableci-
das reglamentariamente, de acuerdo con la normativa básica
del Estado, para el desarrollo de las actividades públicas y
privadas que, directa o indirectamente, puedan tener conse-
cuencias negativas para la salud.

c) Ejercer el control y la evaluación interna de la organi-
zación y del desarrollo de las actividades del Servicio.

d) Ejercer la jefatura del personal del Servicio Aragonés
de Salud en los términos establecidos en la legislación vi-
gente y de acuerdo con lo que reglamentariamente se deter-
mine, sin perjuicio de las facultades de los Gerentes de las
áreas de salud.

e) Contratar personal laboral temporal o nombrar funcio-
narios interinos, según proceda, para cubrir bajas temporales,
sustituciones o vacantes, de conformidad con la legislación
aplicable en la Comunidad Autónoma de Aragón.

f) Autorizar los gastos, efectuar las disposiciones, con-
traer obligaciones y ordenar pagos, dentro de los límites fi-
jados por la normativa vigente en materia presupuestaria, sin
perjuicio de las delegaciones que efectúe en otros órganos in-
feriores.

g) Resolver las reclamaciones previas.
h) Preparar y elevar al Consejo de Dirección los antepro-

yectos de presupuestos, plan de actividades, memoria anual
y propuestas relativas a la relación de puestos de trabajo.

i) Decidir el ejercicio de acciones ante los órganos judi-
ciales, cuando no se exija por ley acuerdo del Consejo de Go-
bierno, e interponer recursos administrativos contra actos
emanados de otras Administraciones públicas, conforme a lo
establecido en las normas que regulan la Asesoría Jurídica de
la Diputación General de Aragón.

j) Someter a la consideración del Consejo de Dirección
cuantos asuntos estime conveniente.

k) Facilitar a los miembros del Consejo de Dirección toda
la documentación necesaria para el desempeño de sus fun-
ciones.

l) Aquellas otras que le asignen el Departamento respon-
sable en materia de Salud o la normativa vigente.

m) La gestión de los edificios y servicios asistenciales
adscritos al Organismo Autónomo, así como la propuesta de
homologación de equipamientos y suministros en régimen
centralizado para el organismo autónomo y la homologación
de equipamientos y suministros clínicos, farmacéuticos y
asistenciales.

2. El Director Gerente del Servicio Aragonés de Salud
será el órgano de contratación del organismo autónomo, con
las competencias y limitaciones que la legislación en materia
de contratación administrativa atribuye a dicho órgano.

3. El Director Gerente, que tendrá rango administrativo
de Director General, será nombrado y separado libremente
de su cargo por el Gobierno de Aragón a propuesta del Con-
sejero del Departamento responsable en materia de Salud.

Artículo 14.— Directores de Área.
1. Los Directores de Área del Servicio Aragonés de Salud

son los responsables inmediatos, bajo la supervisión del
Director-Gerente, de la ejecución de aquellos proyectos, ob-
jetivos o actividades que les sean asignados, así como de la
gestión ordinaria de los asuntos de la competencia del Área. 

2. Los Directores de Área del Servicio Aragonés de Sa-
lud serán nombrados y cesados libremente por el Gobierno
de Aragón, a propuesta del Consejero del Departamento res-
ponsable en materia de Salud. 

3. La contratación de los Directores de Área del Servicio
Aragonés de Salud podrá realizarse bajo la modalidad de re-
lación laboral especial de alta dirección, sin que puedan pac-
tarse cláusulas indemnizatorias por razón de la extinción del
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contrato superiores a las establecidas en el artículo 11 del
Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto. 

4. Las retribuciones de los Directores de Área del Servi-
cio Aragonés de Salud se fijarán por el Gobierno de Aragón,
a propuesta del Consejero responsable en materia de perso-
nal, en cuanto a aquellos conceptos retributivos que no ven-
gan impuestos legalmente.

CAPÍTULO III
ESTRUCTURA TERRITORIAL

Artículo 15.— Estructura Básica.
Sin perjuicio de la existencia de otras demarcaciones te-

rritoriales, el Servicio Aragonés de Salud se estructura bási-
camente en áreas de salud, concebidas como unidades fun-
damentales del sistema sanitario, responsabilizadas de la
gestión unitaria de los centros y establecimientos del orga-
nismo y de los programas y prestaciones sanitarias a desa-
rrollar por los mismos.

En todo caso, las áreas de salud deberán desarrollar las
siguientes actividades:

a) En el ámbito de la atención primaria de salud, median-
te fórmulas de trabajo en equipo, se atenderá al individuo, la
familia y la comunidad, desarrollándose, mediante progra-
mas, funciones de promoción de salud, prevención, curación
y rehabilitación, a través tanto de sus medios básicos como
de los equipos de apoyo a la misma.

b) En el nivel de atención especializada a realizar en los
hospitales y centros de especialidades dependientes funcio-
nalmente de aquéllos se prestará la atención de mayor com-
plejidad a los problemas de salud y se desarrollarán las de-
más funciones propias de los hospitales.

Artículo 16.— Áreas de Salud.
Las áreas de salud deberán quedar delimitadas de mane-

ra que puedan cumplirse desde ellas los objetivos señalados
en esta Ley. Para ello se tendrá en cuenta la dotación de vías
y medios de comunicación, así como el diagnóstico de salud
de la Comunidad, las instalaciones sanitarias y los factores
geográficos socioeconómicos, demográficos, laborales, epi-
demiológicos, culturales y climatológicos. En todo caso, en
cada provincia existirá, como mínimo, un área.

Artículo 17.— División de las Áreas de Salud.
Para conseguir la máxima eficacia en el funcionamiento

de los servicios a nivel primario, las áreas de salud, sin per-
juicio de la posible existencia de otras demarcaciones terri-
toriales, se dividirán en zonas básicas de salud.

Artículo 18.— Zonas de Salud.
1. La zona de salud es el marco geográfico y poblacional

básico de la atención primaria de salud, accesible desde to-
dos sus puntos, y debe posibilitar la prestación de una aten-
ción integral y continuada.

2. En dicho nivel se interrelacionan los recursos del sis-
tema sanitario de la comunidad, con el fin de conseguir con-
juntamente el nivel más alto posible de salud.

3. Se crean las zonas veterinarias, que estarán coordinadas
al menos con las zonas de salud e integradas en las áreas de
salud.

Artículo 19.— Delimitación de la Zona de Salud.
En la delimitación de las zonas básicas deberán tenerse

en cuenta:
a) Las distancias máximas de las agrupaciones de pobla-

ción más alejadas de los servicios y el tiempo normal a in-
vertir en su recorrido. 

b) El grado de concentración o dispersión de la po-
blación. 

c) Las características epidemiológicas de la zona. 
d) Las instalaciones y recursos sanitarios de la zona. 
e) La comarcalización general que se establezca en la

Comunidad Autónoma.

Artículo 20.— Ubicación del Centro de Salud.
En las zonas de salud en las que existan varios munici-

pios, se marcará uno como cabecera donde se ubicará el cen-
tro de salud que dará nombre a la zona.

Artículo 21.— Consejo de Salud de Zona.
1. El Consejo de Salud es el órgano de participación de

la población de la zona de salud y está compuesto por:
a) Un representante del ayuntamiento donde se encuentre

ubicada la zona de salud; si ésta comprendiera más de un mu-
nicipio, podrán formar parte, además del representante del
ayuntamiento cabecera, hasta cuatro representantes más, ele-
gidos entre y por los restantes municipios que la compongan. 

b) En el medio urbano, podrán formar parte, además del
representante del ayuntamiento donde se encuentre ubicada
la zona de salud, hasta un máximo de tres representantes de
la junta de distrito. 

c) Un representante de los servicios sociales de base o
servicios sociales de carácter público existentes en la zona de
salud, designados por los municipios correspondientes. 

d) El coordinador del equipo de atención primaria. 
e) Dos representantes del equipo, elegidos por y de entre

sus miembros. 
f) Un farmacéutico con ejercicio profesional en la zona

de salud. 
g) Un veterinario con ejercicio profesional en la zona de

salud. 
h) Dos representantes de organizaciones sindicales, aten-

diendo a los criterios de la profesionalidad según el Artículo
7 del Título III de la Ley orgánica de Libertad Sindical. 

i) Un representante de los consejos escolares constituidos
en la zona de salud. 

j) Hasta un máximo de cuatro representantes de asocia-
ciones ciudadanas radicadas en la zona de salud, elegidos de
la siguiente forma: 

Un representante de las asociaciones de consumidores y
usuarios, radicadas en la zona, si los hubiere, elegidos por y
de entre sus miembros. 

Un representante de las asociaciones de vecinos, radica-
das en la zona, si las hubiere, elegido por y de entre éstas. 

Representantes de otras asociaciones ciudadanas radica-
das en la zona, elegidos por y de entre sus miembros, hasta
que quede completado el número de cuatro previsto para el
conjunto de la representación de asociaciones ciudadanas.

2. El mandato de los vocales del Consejo de Salud tendrá
una duración de tres años, pudiendo ser prorrogado por idén-
tico periodo al término de cada mandato.
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3. Los gastos de funcionamiento serán con cargo al pre-
supuesto del Servicio Aragonés de Salud.

4. El Consejo de Salud de Zona será convocado por su
Presidente a iniciativa propia o cuando así lo soliciten la
cuarta parte de sus miembros.

Artículo 22.— Funciones del Consejo de Salud de Zona.
Las funciones del Consejo de Salud serán las siguientes:
a) Conocer y participar en el diagnóstico de salud de la

zona.
b) Conocer y participar en el plan de salud de la zona.
c) Participar en el desarrollo y evaluación de los progra-

mas de salud de la zona. 
d) Canalizar y promover la participación de la comunidad

en las actividades de promoción y protección de la salud y,
en especial, de educación para la salud. 

e) Canalizar y valorar cuantas iniciativas o sugerencias
permitan la mejora de atención y del nivel de salud de la
zona. 

f) Contribuir a las revisiones del reglamento interno de
funcionamiento. 

g) Informar la memoria anual de actividades del equipo. 
h) Promover la protección de los derechos de los usuarios.
i) Informar sobre el horario de funcionamiento del centro. 
j) Proponer la supresión o instauración de consultorios

locales en la zona y la periodicidad de días de consulta en los
mismos.

k) Proponer y promover soluciones mancomunadas a los
problemas de salud medioambiental de la zona. 

l) Informar al Departamento responsable en materia de
Salud sobre la adecuación de las estructuras físicas, dotacio-
nes materiales y plantillas de la zona. 

m) Proponer al Departamento responsable en materia de
Salud la modificación de la zona de salud, de acuerdo con la
normativa reguladora del mapa sanitario. 

n) Proponer e informar sobre cualquier asunto que le sea
propuesto por el coordinador del equipo o por las institucio-
nes con responsabilidad sanitaria en la zona de salud. 

o) Recabar cuanta información sea necesaria para el
cumplimiento de sus fines.

p) La elaboración de su reglamento de funcionamiento
interno, para su aprobación por el del Departamento respon-
sable en materia de Salud.

CAPÍTULO IV
ESTRUCTURAS SANITARIAS EN EL SISTEMA DE SALUD

Artículo 23.— Centros hospitalarios.
1. El hospital es el establecimiento encargado tanto del

internamiento clínico como de la asistencia especializada y
complementaria que requiera su zona de influencia.

2. Los centros hospitalarios públicos desarrollarán, ade-
más de las áreas estrictamente asistenciales, funciones de
promoción de la salud, prevención de las enfermedades, in-
vestigación y docencia, de acuerdo con los programas de
cada área de salud, con objeto de complementar sus activi-
dades con las desarrolladas por la red de atención primaria.

3. Cada área de salud contará, al menos, con un hospital
general, dotado de los servicios que aconseje la población a
asistir, la estructura de la misma y los problemas de salud.

4. En todo caso, se establecerán medidas adecuadas para
garantizar la interrelación entre las diferentes unidades y ni-

veles asistenciales dentro del área de salud así como la coor-
dinación entre las distintas áreas.

5. Excepcionalmente, y por necesidades asistenciales, la
población de un área podrá ser atendida por hospitales vin-
culados a distinta área de salud.

Artículo 24.— Acreditación de los hospitales y servicios
de referencia.

El Departamento responsable en materia de Salud acre-
ditará los hospitales o servicios de referencia autonómicos a
los que podrán acceder todos los usuarios del Servicio Ara-
gonés de Salud, una vez superadas las posibilidades de diag-
nóstico y tratamiento de la atención especializada del Área
de Salud.

Asimismo, el del Departamento responsable en materia
de Salud establecerá los mecanismos oportunos para que,
una vez superado el ámbito de la Comunidad Autónoma, los
usuarios del Servicio Aragonés de Salud puedan utilizar los
recursos del sistema nacional de salud.

Artículo 25.— Evaluación de la calidad asistencial.
1. La evaluación de la calidad de la asistencia prestada

deberá ser un proceso continuado que informará todas las ac-
tividades del personal de salud y de los servicios sanitarios
del Servicio Aragonés de Salud.

2. El Departamento responsable en materia de Salud es-
tablecerá sistemas de evaluación de calidad asistencial, oídas
las sociedades científicas sanitarias. 

3. Los médicos y demás personal titulado del centro de-
berán participar en los órganos encargados de la evaluación
de la calidad asistencial del mismo.

4. Todos los hospitales deberán posibilitar y facilitar a las
unidades de control de calidad externa el cumplimiento de
sus cometidos, así como el estudio y tramitación de quejas y
reclamaciones que puedan plantear los usuarios. Asimismo,
establecerán los mecanismos adecuados para ofrecer un alto
nivel de calidad asistencial.

Artículo 26.— Red hospitalaria pública.
1. Los hospitales y centros de especialidades adscritos al

Servicio Aragonés de Salud constituirán la red hospitalaria
pública integrada de Aragón, sin perjuicio de la utilización
que, en su caso, pueda realizarse mediante los correspon-
dientes conciertos con centros no integrados en la misma.

2. Todas las instituciones sanitarias de la red pública exis-
tentes en el área de salud se adscribirán, a efectos de asisten-
cia sanitaria especializada, al hospital correspondiente.

Artículo 27.— Estructura orgánica de los hospitales.
1. Los órganos de dirección de los hospitales, así como

sus funciones y nombramientos, se realizarán de acuerdo con
lo que se establezca reglamentariamente.

2. Existirán órganos de participación comunitaria en la
planificación, control y evaluación de la gestión y de la cali-
dad de la asistencia en cada hospital, y órganos de asesora-
miento a los órganos de dirección, que se establecerán regla-
mentariamente, así como su composición y funciones.

Artículo 28.— Finalidad de la Red Hospitalaria.
Serán fines de la Red Hospitalaria Pública Integrada de

Aragón:
a) Ofrecer a la población los medios técnicos y humanos

de diagnóstico, tratamiento y rehabilitación adecuados, de
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los que, por su especialización y características, no puede
disponerse en el nivel de atención primaria. 

b) Posibilitar el internamiento hospitalario a los pacientes
que lo precisen.

c) Participar en la atención de las urgencias, asumiendo
las que superen los niveles de la asistencia primaria.

d) Prestar la asistencia sanitaria en régimen de consultas
externas, que requiera la atención especializada de la pobla-
ción en su correspondiente ámbito territorial.

e) Participar en el conjunto del sistema sanitario, en la
prevención de las enfermedades, promoción de la salud, edu-
cación sanitaria e investigación y docencia. 

f) Colaborar en la formación del personal sanitario y en
las investigaciones que puedan llevarse a cabo en ciencias de
la salud.

Artículo 29.— Sistemas de Gestión.
1. Los centros y establecimientos públicos a los que se re-

fiere el artículo 3 de la presente Ley deberán contar con un
sistema integral de gestión que permita implantar una direc-
ción por objetivos y un control de resultados, delimitar cla-
ramente las responsabilidades de dirección y gestión, y esta-
blecer una adecuada evaluación de la calidad asistencial con
criterios de accesibilidad, equidad y eficiencia.

2. Los establecimientos hospitalarios, a medida que se
vayan constituyendo en centros de gestión desconcentrada,
podrán asumir competencia para la contratación de personal
con objeto de cubrir las bajas temporales, sustituciones o va-
cantes, de conformidad con la plantilla adscrita al centro y en
los términos previstos en la legislación vigente. Asimismo,
asumirán la organización interna de los servicios y presta-
ciones hospitalarios y la contratación de las obras de simple
reparación y de los suministros precisos para el normal fun-
cionamiento del establecimiento, dentro de los límites presu-
puestarios y de acuerdo con la normativa vigente.

3. De acuerdo con lo que se establezca reglamentaria-
mente, los precitados centros y establecimientos deberán
confeccionar y remitir periódicamente al Director Gerente
del Servicio Aragonés de Salud: 

a) Los indicadores económicos y sanitarios que sean co-
munes para todos ellos.

b) La valoración económica de las actividades que desa-
rrollan.

c) La evaluación y valoración de la rentabilidad sociosa-
nitaria.

4. Para la gestión de los centros sanitarios públicos se de-
sarrollarán medidas que promuevan la aplicación de los prin-
cipios de autonomía y control democrático de su gestión, im-
plantando una dirección participativa por objetivos.

Artículo 30.— Vinculación de los hospitales privados.
1. Cuando las necesidades asistenciales lo justifiquen y

las disponibilidades presupuestarias lo permitan, los hospita-
les generales del sector privado que lo soliciten podrán ser
vinculados al Servicio Aragonés de Salud, de acuerdo con un
protocolo definido, tras ser debidamente acreditados y siem-
pre que por sus características técnicas sean homologables.

2. El protocolo de vinculación y la acreditación a los que
se refiere el apartado anterior serán objeto de revisión pe-
riódica.

3. El sector privado vinculado mantendrá la titularidad de
los centros y establecimientos dependientes del mismo, así

como la de las relaciones laborales del personal que en ellos
presten sus servicios.

4. La prestación de servicios sanitarios con medios aje-
nos al Servicio Aragonés de Salud se realizará, en todo caso,
según lo dispuesto en esta Ley y Artículos 90 y concordan-
tes de la Ley General de Sanidad.

Artículo 31.— Convenios de vinculación.
1. La vinculación a la red pública de los hospitales del

sector privado se realizará mediante convenios singulares, en
los que se concretarán los derechos y obligaciones de las par-
tes, las condiciones de prestación del servicio y régimen de
contraprestaciones, de acuerdo con lo que establezcan las
normas que se dicten para el desarrollo de esta Ley.

2. El hospital vinculado prestará la atención sanitaria a
los beneficiarios del sistema sanitario en condiciones de
igualdad, sin que esta atención pueda suponer coste alguno
para dichos usuarios.

3. El cobro de cualquier cantidad a los enfermos, en con-
cepto de atenciones no sanitarias, sólo podrá ser establecido
si, previamente, es autorizado por la Administración sanita-
ria correspondiente.

4. El incumplimiento de las obligaciones contraídas po-
drá suponer la denuncia del convenio, que se realizará según
lo estipulado en el mismo y en la normativa de desarrollo de
la presente Ley.

5. Los hospitales vinculados estarán sometidos a las mis-
mas inspecciones y controles sanitarios, administrativos y
económicos que los hospitales públicos, aplicando criterios
homogéneos y previamente reglados.

Artículo 32.— Conciertos para la prestación de servi-
cios sanitarios.

1. El Servicio Aragonés de Salud, en el ámbito de sus
competencias, podrá establecer conciertos para la prestación
de servicios sanitarios con medios ajenos al mismo, tenien-
do en cuenta, con carácter previo, la utilización óptima de
sus recursos sanitarios propios.

2. En igualdad de condiciones de calidad, eficiencia y
eficacia, se dará prioridad para el establecimiento de con-
ciertos a los centros, servicios y establecimientos sanitarios
de los que sean titulares entidades que tengan carácter no lu-
crativo.

3. La Administración sanitaria de la Comunidad Autóno-
ma fijará los requisitos y las condiciones mínimas, básicas y
comunes, aplicables a estos conciertos, así como sus condi-
ciones económicas, atendiendo a módulos de costes efecti-
vos, revisables periódicamente.

4. Únicamente podrán celebrar estos conciertos los cen-
tros, servicios y establecimientos sanitarios homologados
previamente por la Administración sanitaria de la Comuni-
dad Autónoma, debiendo asegurarse que la atención sanita-
ria que se preste a los usuarios afectados por el concierto se
realice en un plano de igualdad.

5. Los conciertos deberán establecerse con una duración
temporal no superior a cuatro años. Al terminar dicho perío-
do, el Servicio Aragonés de Salud podrá establecer un nuevo
concierto.

6. El régimen de conciertos será incompatible con la con-
cesión de subvenciones económicas para la financiación de
las actividades o servicios que hayan sido objeto de concier-
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to, salvo que se trate de la realización de actividades sanita-
rias calificadas de alto interés social.

Artículo 33.— Centros sociosanitarios.
A fin de posibilitar una adecuada ordenación del disposi-

tivo hospitalario público de atención al enfermo sociosanita-
rio, se impulsará la creación de una red de cuidados paliati-
vos domiciliarios, hospitales de media y larga estancia y
servicios sociosanitarios.

Artículo 34.— Acceso al sistema sanitario.
1. El acceso a los establecimientos, centros y servicios

sanitarios del Servicio Aragonés de Salud, propios y concer-
tados, se regulará por una normativa que garantice que el
mismo se produce de forma igualitaria, independientemente
de la condición que ostente el usuario.

2. En los centros hospitalarios la lista de espera será úni-
ca y centralizada en el servicio de admisión de cada centro.

Artículo 35.— Atención al usuario.
1. El Departamento responsable en materia de Salud re-

gulará la aplicación del derecho de elección de médico de
atención primaria del área de salud. En los núcleos de pobla-
ción de más de 250.000 habitantes, se podrá elegir en el con-
junto de la ciudad.

2. Una vez superadas las posibilidades de diagnóstico y
tratamiento de la atención primaria, los usuarios del Servicio
Aragonés de Salud tienen derecho, en el marco de su área de
salud, a ser atendidos en los servicios especializados.

Artículo 36.— Centro de Salud.
1. El centro de salud es la estructura física y funcional de

referencia para las actividades de atención primaria en la
zona de salud.

2. El centro de salud tendrá las siguientes funciones:
a) Albergar la estructura física de consultas y demás ser-

vicios sanitarios para la población de la zona. 
b) Servir como centro de reunión para potenciar las rela-

ciones entre la comunidad y los profesionales sanitarios. 
c) Facilitar el trabajo en equipo de los profesionales sani-

tarios de la zona. 
d) Mejorar la organización administrativa y funcional de

la atención sanitaria en la zona.
3. Los centros de salud contarán con el personal y recur-

sos materiales necesarios que se determinen, de acuerdo con
las características poblacionales, epidemiológicas y de nivel
de accesibilidad, con el fin de cumplir los objetivos de aten-
ción de salud.

4. Los centros de salud deberán ser debidamente acredi-
tados de acuerdo con el correspondiente protocolo.

Artículo 37.— Consultorios locales.
En la zona de salud podrán existir locales diferenciados

del centro de salud para la prestación de atención sanitaria,
denominados «consultorios locales», que son las estructuras
físicas y funcionales para la atención primaria en los muni-
cipios, localidades o barrios donde no se asiente el centro de
salud. Actúan como consultorio médico y enfermería, co-
nexo, funcionalmente, al centro de salud correspondiente, y
en las unidades asistenciales que puedan configurarse se po-
sibilitaran también funciones de atención continuada.

Artículo 38.— Equipo de Atención Primaria.
1. El equipo de atención primaria es el conjunto de pro-

fesionales con responsabilidad en la prestación de atención
de salud integral y continuada en la zona de salud, que tiene
como centro de referencia y coordinación el centro de salud.

2. El equipo de atención primaria contará con un coordi-
nador que asumirá la dirección funcional, y un coordinador
de enfermería.

3. Asimismo el equipo de atención primaria elaborará, de
acuerdo con lo que dispongan las normas reglamentarias co-
rrespondientes, un reglamento interno que regule su organi-
zación y funcionamiento.

4. Los miembros del equipo de atención primaria, en el
ejercicio de sus funciones inspectoras y de control del cum-
plimiento de la normativa vigente en materia de salud públi-
ca, tendrán el carácter de autoridad sanitaria, siendo el coor-
dinador del equipo de atención primaria la máxima autoridad
sanitaria de la zona de salud.

Artículo 39.— Agrupación territorial.
1. A medida que se vayan poniendo en funcionamiento

en las zonas de salud los equipos de atención primaria co-
rrespondientes, se producirá la agrupación de todos aquellos
partidos médicos comprendidos en cada zona de salud en un
único partido médico, coincidente con el límite geográfico
de la misma, asumiendo el coordinador del equipo de aten-
ción primaria las funciones correspondientes a las anteriores
jefaturas locales de sanidad.

2. Las zonas de salud se declaran demarcaciones abiertas
al libre ejercicio de los profesionales sanitarios, con las limi-
taciones establecidas en la normativa específica de oficinas
de farmacia.

Artículo 40.— Formación, docencia e investigación.
1. La estructura sanitaria del Servicio Aragonés de Salud

deberá estar en disposición de ser utilizada para la formación
y docencia pregraduada y postgraduada.

2. El Departamento responsable de Salud promoverá la
formación continuada del colectivo de profesionales del Sis-
tema de Salud de Aragón, con el fin de lograr su mayor y
mejor adecuación a las prioridades que se establezcan en
función de las necesidades de la población, y fomentará la
utilización de nuevas tecnologías.

3. El Instituto Aragonés de Ciencias de la Salud es el or-
ganismo encargado para la formación de los recursos huma-
nos, el fomento de la investigación, la asesoría y cooperación
y el aumento del conocimiento sobre la salud de la población
y sus determinantes de conformidad con lo dispuesto en la
Ley 6/2002, de 15 de abril, de Salud de Aragón.

CAPÍTULO V
ASIGNACIÓN

Artículo 41.— Medios personales y materiales.
Se asignarán al Servicio Aragonés de Salud, con arreglo

a la normativa aplicable, los medios personales y materiales
precisos para el cumplimiento de los fines que la presente
Ley le atribuye.

Artículo 42.— Personal del Servicio Aragonés de Salud.
1. Integran el personal del Servicio Aragonés de Salud:
a) El personal de la Administración de la Comunidad

Autónoma que preste sus servicios en el organismo. 
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b) El personal procedente de otras Administraciones pú-
blicas que se le adscriba. 

c) El personal transferido de la Seguridad Social a la
Comunidad Autónoma de Aragón.

d) El personal que se incorpore al organismo, conforme
a la normativa vigente.

2. Con objeto de homogeneizar las relaciones de empleo
del personal del Servicio Aragonés de Salud y mejorar la efi-
cacia de la gestión, el Departamento responsable de Salud,
podrá establecer procedimientos para la integración directa
en la condición de personal estatutario de quienes presten
servicio en dicho organismo autónomo como funcionarios de
carrera o en virtud de contrato laboral fijo.

Asimismo, se podrán establecer procedimientos para la
integración directa del personal interino y laboral temporal
en la condición de personal estatutario temporal, en la mo-
dalidad que corresponda de acuerdo con la duración del con-
trato de origen.

3. El Gobierno de Aragón, a propuesta de los Consejeros
de los Departamentos responsables en materia de Personal y
de Salud, y conforme a lo que establezca la legislación a la
que se refiere el apartado anterior, fijará el marco normativo
adecuado para que el Servicio Aragonés de Salud disponga
de la autonomía necesaria en materia de personal.

4. Corresponde al Servicio Aragonés de Salud la confec-
ción, tramitación, gestión y liquidación de las nóminas del
personal adscrito al organismo autónomo. 

5. Los trabajadores del Servicio Aragonés de Salud, en el
ejercicio de sus funciones que sean propias de tal condición,
no podrán percibir cantidad alguna, distinta de su salario y
por los conceptos previstos, por su intervención en cualquier
actividad realizada en función del Artículo primero del pre-
sente Texto Refundido. Esta limitación no afecta a la partici-
pación en aquellos programas especiales que puedan estable-
cerse, para lo que será necesaria la existencia de normativa al
objeto de que dicha percepción pueda producirse.

6. Corresponde al Director Gerente del Servicio Arago-
nés de Salud: 

a) Proponer la elaboración y actualización de las relacio-
nes de puestos de trabajo del organismo autónomo. 

b) La convocatoria y resolución de los concursos de mé-
ritos para la provisión de puestos de trabajo de dicho orga-
nismo autónomo, que correspondan a funcionarios de la Es-
cala Sanitaria Superior, Escala Técnica Sanitaria, Escala de
Ayudantes Facultativos (Clase de Especialidad Especialista
Sanitarios), Escala Auxiliar de Enfermería.

c) La convocatoria y gestión de las listas de espera de
personal interino para la provisión de puestos de trabajo que
correspondan a funcionarios de las Escalas y Clases de Espe-
cialidad señaladas en el apartado anterior.

d) La redistribución de funcionarios con destino definiti-
vo en puestos no singularizados del organismo autónomo en
los términos establecidos reglamentariamente.

Artículo 43.— Bienes y derechos.
1. Se adscriben al Servicio Aragonés de Salud los si-

guientes bienes y derechos:
a) Aquellos cuya titularidad corresponde a la Diputación

General de Aragón, afectos a los servicios de salud y asisten-
cia sanitaria. 

b) Los bienes y derechos de las corporaciones locales
que, independientemente de su titularidad, se afecten a servi-
cios propios del organismo. 

c) Los bienes y derechos de toda clase afectos a la ges-
tión de los servicios sanitarios de la Seguridad Social, trans-
feridos a la Comunidad Autónoma. 

d) Cualesquiera otros bienes y derechos que adquiera o
reciba por cualquier otro título.

2. Serán aplicables a los bienes y derechos adscritos al or-
ganismo el Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de
la Comunidad Autónoma de Aragón, así como el Decreto
Legislativo 2/2000, de 29 de junio, por el que se aprueba el
Texto Refundido de la Ley de Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Aragón.

3. La declaración de utilidad pública se entiende implíci-
ta en toda expropiación relativa a obras de la competencia del
Servicio Aragonés de Salud para el cumplimiento de sus fi-
nalidades específicas, y todo ello de conformidad con lo pre-
visto en la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre
de 1954.

CAPÍTULO VI
RÉGIMEN ECONÓMICO-FINANCIERO

Artículo 44.— Ingresos.
Constituyen ingresos del Servicio Aragonés de Salud:
a) Los recursos que le sean asignados con cargo a los

Presupuestos de la Comunidad Autónoma.
b) Las consignaciones que deban realizar las corporacio-

nes locales, con cargo a sus presupuestos. 
c) Los productos y rentas de toda índole procedentes de

sus bienes y derechos.
d) Los ingresos ordinarios y extraordinarios que legal-

mente esté autorizado a percibir el organismo.
e) Las subvenciones y aportaciones voluntarias de enti-

dades y particulares. 
f) Los bienes que se transfieren juntamente con servicios

procedentes de otras Administraciones públicas. 
g) Cualquier otro recurso que le pudiese ser atribuido.

Artículo 45.— Presupuesto.
La estructura, procedimiento de elaboración, ejecución y

liquidación del presupuesto del Servicio Aragonés de Salud,
se regirán por lo previsto en el Decreto Legislativo 2/2001,
de 3 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba
el Texto Refundido de la Ley de la Administración de la Co-
munidad Autónoma de Aragón y en el Decreto Legislativo
1/2000, de 29 de junio, por el que se aprueba el Texto Re-
fundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Autónoma
de Aragón.

Artículo 46.— Intervención delegada.
1. Se crea la Intervención delegada del Servicio Arago-

nés de Salud, que dependerá orgánica y funcionalmente de la
Intervención General de la Comunidad Autónoma.

2. La Intervención delegada del Servicio Aragonés de
Salud tendrá las siguientes funciones: 

a) El control de todos los actos de este organismo autóno-
mo que den lugar al reconocimiento de derechos y obligacio-
nes de contenido económico, así como los ingresos y pagos
que de ellos se deriven, y la recaudación, inversión o aplica-
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ción en general de los caudales públicos, con el fin de asegu-
rar que la administración de sus recursos se ajusta a las dispo-
siciones aplicables en cada caso en la Comunidad Autónoma
de Aragón.

b) La ejecución de la contabilidad del Servicio.
3. El ejercicio de la función interventora que el apartado

segundo de este artículo asigna a la Intervención delegada
del Servicio Aragonés de Salud comprenderá las actuaciones
y competencias que el Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de
junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Hacienda de la Comunidad Autónoma de Aragón atribuye a
dicha función.

Artículo 47.— Tesorería.
1. La Tesorería del Servicio Aragonés de Salud, en los

términos previstos en el Texto Refundido de la Ley de Ha-
cienda de la Comunidad Autónoma aprobado por el Decreto
Legislativo 1/2000, de 29 de junio, estará sometida al régi-
men de intervención y contabilidad pública. En ella se unifi-
carán todos los recursos financieros que se destinen para el
cumplimiento de sus fines, y tendrá a su cargo la custodia de
los fondos, valores y créditos de este organismo, tanto por
operaciones presupuestarias como extrapresupuestarias.

2. La Tesorería del Servicio Aragonés de Salud podrá
abrir y utilizar en las entidades de crédito y ahorro las cuen-
tas necesarias para el funcionamiento de los servicios, aten-
diendo la especial naturaleza de sus operaciones y el lugar en
que hayan de realizarse.

3. Los fondos que procedentes de las transferencias de
asistencia sanitaria se ingresen en la Tesorería de la Comu-
nidad Autónoma habrán de contabilizarse separadamente del
resto de los recursos que administre la Tesorería. Asimismo,
en su caso, los rendimientos procedentes de su colocación en
las entidades financieras correspondientes habrán de conta-
bilizarse también separadamente y aplicarse específicamen-
te a financiar los créditos presupuestarios afectados a la Se-
guridad Social, mediante transferencias de estos fondos a
aquellas partidas presupuestarias.

CAPÍTULO VII
RÉGIMEN JURÍDICO

Artículo 48.
1. El régimen jurídico de los actos emanados del Servicio

Aragonés de Salud será el establecido en la presente Ley, así
como el señalado en la normativa específica de la Comuni-
dad Autónoma de Aragón, sin perjuicio de la aplicación de
las normas sobre el procedimiento común a todas las Admi-
nistraciones públicas. 

2. Contra los actos administrativos dictados por los órga-
nos jerárquicamente inferiores del Servicio Aragonés de
Salud, podrán interponer los interesados los recursos admi-
nistrativos procedentes ante el Director Gerente del Servicio
Aragonés de Salud, cuyas resoluciones al respecto pondrán
fin a la vía administrativa. 

3. Los actos administrativos dictados por el Director Ge-
rente que no agoten la vía administrativa podrán impugnarse
mediante los recursos administrativos procedentes, ante el
Consejero del Departamento responsable en materia de Sa-
lud, en la forma y plazos previstos en la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común y en el Texto Refundido de la
Ley de la Administración de la Comunidad Autónoma de
Aragón, aprobado por el Decreto Legislativo 2/2001, de 3 de
julio. Las resoluciones del Consejero en el ejercicio de sus
competencias agotan la vía administrativa.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Unica.— Incorporación al Servicio Aragonés de Salud.
Los bienes, servicios y personal dependientes del Ins-

tituto Nacional de la Salud ubicados en Aragón se incorpo-
ran orgánica y funcionalmente al Servicio Aragonés de Sa-
lud prestando todos los servicios y funciones sanitarias
realizados por la Seguridad Social en Aragón.
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8. JUSTICIA DE ARAGÓN

Informe especial del Justicia de
Aragón sobre el proceso de admi-
sión de alumnos en centros sosteni-
dos con fondos públicos.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

La Mesa de las Cortes de Aragón, en sesión celebrada el
día 24 de enero de 2005, ha conocido el Informe especial pre-
sentado por el Justicia de Aragón sobre el proceso de admi-
sión de alumnos en centros sostenidos con fondos públicos.

De conformidad con lo establecido en el artículo 9 del
Reglamento de organización y funcionamiento del Justicia
de Aragón, ha ordenado su publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Aragón.

Zaragoza, 24 de enero de 2005.

El Presidente de las Cortes
FRANCISCO PINA CUENCA

Informe especial del Justicia de Aragón
sobre el proceso de admisión de alumnos

en centros sostenidos con fondos públicos
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1. INTRODUCCIÓN

En los últimos años, en relación con el proceso de admi-
sión de alumnos en centros sostenidos con fondos públicos,
ha ido en aumento el número de ciudadanos que han formu-
lado reclamaciones ante la Administración educativa. Esta
situación ha tenido su correspondiente reflejo en la presenta-
ción de un número cada vez mayor de quejas solicitando la
intervención de esta Institución que, en los dos últimos años,
ha formulado resoluciones de carácter general sobre el pro-
ceso de escolarización dirigidas a la Consejera de Educación,
Cultura y Deporte. También los medios de comunicación han
contribuido a sensibilizar a la sociedad, incidiendo en la pro-
blemática que el procedimiento suscita, tanto por lo que res-
pecta a datos concretos sobre oferta y demanda de plazas
como haciéndose eco de situaciones particulares. Todo ello
nos ha inducido a elaborar este Informe que aborda cuestio-
nes relativas al proceso de escolarización en nuestra Comu-
nidad Autónoma.

En el último procedimiento de admisión, la apertura de
oficinas de información y la pronta adopción de medidas de
carácter excepcional ha conseguido disminuir considerable-
mente la crispación detectada entre las familias afectadas en
precedentes procesos de admisión. Sin embargo, ello no ha
reducido el número de quejas ante esta Institución, mante-
niéndose la misma cifra que en 2003, alrededor del medio
centenar. 

En años anteriores se detectaba que la oferta educativa
computada totalmente resultaba suficiente para atender la

demanda, centrándose el problema en la distribución de las
plazas, debido a que muchas familias solicitaban puestos es-
colares en determinados Centros educativos cuya oferta era
insuficiente para admitir a todos los solicitantes. Frente a
esta situación, en el procedimiento realizado en el año 2004
en nuestra Comunidad, parece advertirse que al menos en al-
gunas zonas hay falta de plazas vacantes contabilizadas glo-
balmente, aun cuando se aprecia que con objeto de paliar el
problema en la medida de lo posible la Administración edu-
cativa ha actuado con celeridad adoptando medidas para cu-
brir todas las necesidades. 

Valoramos positivamente que el Departamento de Edu-
cación, Cultura y Deporte de la Diputación General de Ara-
gón garantiza la adjudicación de plaza escolar gratuita a to-
dos los solicitantes. Tarea compleja si se tiene en cuenta que,
además de las solicitudes de admisión presentadas en perío-
do ordinario, es elevado el número de alumnos que solicitan
su admisión «fuera de plazo»: En el año 2003, transcurrido
mes y medio desde el comienzo del curso escolar, había 2770
alumnos matriculados fuera de plazo, de los cuales 797 eran
inmigrantes; en 2004, las cifras se han reducido ligeramente
con 2225 alumnos admitidos fuera de plazo, entre ellos 683
inmigrantes.

Debemos, por tanto, reconocer el esfuerzo de la Admi-
nistración educativa para garantizar un puesto escolar gratui-
to a todos los solicitantes, tanto en enseñanzas obligatorias
como en Educación Infantil, nivel no obligatorio de ense-
ñanza. Prácticamente en todas las zonas de esta ciudad se ha
incrementado, por necesidades de escolarización, esa limita-
ción de alumnos por aula fijada por la Administración edu-
cativa aragonesa, eventualidad que se contempla en la nor-
mativa de aplicación vigente y que, por consiguiente, no
constituye irregularidad administrativa. 

A efectos de la realización de este Informe y con la fina-
lidad de obtener datos estadísticos oficiales que contribu-
yeran a poner de manifiesto el estado de la admisión de
alumnos en Centros sostenidos con fondos públicos de la Co-
munidad Autónoma aragonesa, se solicitó información al
Departamento de Educación, Cultura y Deporte acerca de los
siguientes aspectos:

1.— Número de plazas ofertadas y número total de soli-
citudes de admisión presentadas para 1.º de Educación Infan-
til y 1.º de Educación Primaria en cada una de las zonas de
las tres capitales aragonesas. 

2.— En cada Centro educativo de Huesca, Teruel y Zara-
goza, n.º de solicitudes presentadas y n.º de plazas ofertadas
en 1.º de Infantil y en 1.º de Primaria.

3.— En aquellos Centros de nuestra Comunidad Autóno-
ma en los que el número de solicitudes excedía al de plazas
vacantes, indicar para cada uno de ellos el número de solici-
tudes de 1.º de Infantil y de 1.º de Primaria, que quedaron
empatadas a puntos y cuya admisión dependía del sorteo, así
como el número de plazas que quedaron en cada Centro para
asignar según el resultado del sorteo. 

4.— En cada zona de las tres capitales aragonesas, nú-
mero total de alumnos excluidos del Centro solicitado en pri-
mera opción en los dos niveles objeto de estudio, 1.º de In-
fantil y 1.º de Primaria, a los que tuvieron que adjudicar
plaza las Comisiones de Escolarización.
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5.— Número de alumnos a los que las Comisiones de Es-
colarización asignaron una plaza distinta a las consignadas
en la correspondiente instancia de solicitud.

6.— Criterios por los que se rige la Administración edu-
cativa para decidir la concesión de nuevas aulas, así como el
coste económico de la apertura de una nueva unidad en un
Centro público y en uno concertado.

Pese a que no se ha recibido toda la información solicita-
da a la Administración, esta Institución ha dispuesto de da-
tos oficiales extraídos de los escritos que la Consejera ha re-
mitido, a requerimiento del Justicia, en la tramitación de
expedientes concretos relativos al proceso de escolarización.
Si bien para la elaboración de este Informe se han manejado
cifras particularizadas a Centros concretos, en la redacción
final se ha tratado de omitir y eludir referencias a la deno-
minación específica de esos Centros en particular para no es-
tablecer diferencias y evitar su utilización a favor o en contra
de unos u otros. 

El Informe comienza con una breve exposición de la or-
ganización del procedimiento de admisión de alumnos de
conformidad con la normativa de aplicación vigente, con re-
ferencias explícitas al baremo según el cual se valora la do-
cumentación presentada, así como a los órganos que han de
adoptar decisiones en el proceso: Consejos Escolares y Co-
misiones de Escolarización. 

El examen de las causas por las que los ciudadanos pre-
sentan quejas solicitando la intervención del Justicia nos
conduce a sugerir una serie de medidas concretas para que,
todas o en parte, puedan ser asumidas por la Administración
ante una eventual revisión de la normativa autonómica, en
particular, del baremo sobre el que en este informe se efec-
túa un análisis de cada uno de sus apartados. Asimismo, se
abordan otras cuestiones susceptibles de modificación como
la actuación de las Comisiones de Escolarización o el calen-
dario de realización del procedimiento. La última parte del
Informe estudia los datos de carácter general sobre escolari-
zación que parecen confirmar la necesidad de ampliar la
oferta educativa.

Son miles las familias aragonesas que participan cada
año en este procedimiento de admisión de alumnos en cen-
tros sostenidos con fondos públicos en nuestra Comunidad
Autónoma. De la experiencia obtenida de este proceso en los
últimos años se extrae como consecuencia la conveniencia de
que los poderes públicos actúen con objeto de mejorar el pro-
cedimiento de escolarización y lograr que sea más eficaz.
Con esa misma finalidad se formulan las propuestas conte-
nidas en este Informe Especial.

2. PROCESO DE ADMISIÓN DE ALUMNOS

En desarrollo del artículo 27.1 de la Constitución Espa-
ñola, que reconoce la libertad de enseñanza y el derecho a la
educación, se promulga la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de ju-
lio, reguladora del Derecho a la Educación, en adelante
LODE, que trata de garantizar el pluralismo educativo y la
equidad, y faculta al Gobierno y a las Comunidades Autóno-
mas, en el ámbito de sus respectivas competencias para dic-
tar cuántas disposiciones sean precisas para su aplicación. 

En uso de las facultades derivadas de esta habilitación
normativa, el Decreto 135/2002, de 17 de abril, del Gobierno
de Aragón, por el que se regula la admisión de alumnos en

los Centros docentes sostenidos con fondos públicos de Edu-
cación Infantil, de Educación Primaria y Educación Secun-
daria de la Comunidad Autónoma de Aragón, dota de una
mayor concreción a la regulación básica estatal en materia de
elección de Centros educativos y admisión de alumnos. Y en
cada curso escolar, el Departamento de Educación, Cultura y
Deporte publica la correspondiente Orden de convocatoria
del procedimiento que pone en conocimiento de los sectores
afectados precisiones, tales como el calendario de realiza-
ción del proceso, relativas al año de que se trate. 

El proceso de admisión se convoca con carácter general
para cualquier nivel educativo, mas en el mismo se solicita
puesto escolar mayoritariamente para el nivel de 1.º de Edu-
cación Infantil, niños de tres años. Aunque la Ley Orgánica
10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación, en
adelante LOCE, señala la Educación Infantil como un nivel
de enseñanza gratuito pero no obligatorio, está totalmente
generalizada en la sociedad la incorporación de los menores
a los centros educativos a los tres años y son, por tanto, los
niños de esa edad quienes constituyen el mayor porcentaje de
participantes en el procedimiento. A continuación, el mayor
volumen de solicitantes corresponde al nivel de 1.º de Pri-
maria, en el que han de participar aquellos niños que han cur-
sado Infantil en Centros específicos que no imparten Prima-
ria, optando a plazas de los Centros que tienen menos vías de
Infantil que de Primaria. Son escasas las instancias que, por
traslado o por circunstancias excepcionales, solicitan un
cambio de centro y aspiran a obtener alguna plaza vacante en
otros niveles educativos.

2.1. ORGANIZACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

El procedimiento de admisión de alumnos en centros sos-
tenidos con fondos públicos en la Comunidad Autónoma
aragonesa se concreta cada año en la correspondiente Orden
del Departamento de Educación, Cultura y Deporte de la
Diputación General de Aragón. Así, la Orden de 15 de abril
de 2004, por la que se convoca el proceso para el curso
2004/2005, señala los principios generales de admisión de
alumnos, determinación de vacantes y números de alumnos
por aula; refleja cómo se ha de proceder para la delimitación
de zonas de influencia; establece el calendario del proceso y
los trámites previos; explicita la información que se ha de
aportar sobre los centros; fija los requisitos para la admisión;
especifica la documentación que se tiene que presentar jun-
to con las instancias y el proceso de tramitación de las soli-
citudes, así como la forma en que se han de hacer públicas
las relaciones de alumnos admitidos y excluidos. 

De esta regulación del proceso, que precisa una fluidez
de comunicación entre la Administración educativa y los
Centros docentes, así como el establecimiento de cauces de
información entre los Centros y los ciudadanos implicados,
a los efectos de este Informe, interesa reseñar cómo han de
proceder las familias solicitantes de plaza escolar.

Los participantes en el procedimiento han de presentar,
en el plazo previsto para ello en la correspondiente Orden de
convocatoria, una única instancia de solicitud en el Centro
elegido en primera opción, acompañada de la documentación
acreditativa, tanto la de carácter general, relativa a requisitos
de edad y académicos, como la documentación opcional a
efectos de la aplicación del baremo. En la instancia se pue-
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den consignar hasta seis centros más «por orden de priori-
dad» para el supuesto de que el solicitante no sea admitido
en el Centro en el que presenta su instancia. 

Las solicitudes son tramitadas por el Centro receptor de
las mismas y, en el caso de que éstas excedan el número de
plazas disponibles, se ha de proceder a la realización de un
sorteo público entre todas las solicitudes presentadas, con la
finalidad de establecer una ordenación de solicitantes. Poste-
riormente, el Consejo Escolar del Centro estudia la docu-
mentación que acompaña a cada solicitud y otorga la corres-
pondiente puntuación de acuerdo con el baremo, resultando
admitidas aquellas que obtengan mayor puntuación hasta cu-
brir todas las plazas ofertadas. Las situaciones de empate se
resuelven según el orden resultante del sorteo previo.

Concluida la asignación de vacantes, se hace pública la
lista provisional de alumnos admitidos en cada Centro y se
abre un período de reclamación ante el órgano competente de
cada Centro. Una vez resueltas las reclamaciones, se expo-
nen en el tablón de anuncios del Centro y se remiten a los
Servicios Provinciales las listas de alumnos admitidos y no
admitidos.

Recibidos los expedientes de solicitud correspondientes,
las Comisiones de Escolarización proceden a adjudicar a los
alumnos excluidos del Centro elegido en primera opción las
plazas que hayan quedado vacantes tras el proceso anterior.
Las decisiones de las Comisiones de Escolarización pueden
ser objeto de recurso de alzada ante los Directores de los Ser-
vicios Provinciales del Departamento, cuya resolución pone
fin a la vía administrativa.

2.2. BAREMO

El artículo 20.1 de la LODE, que ha de servir de superior
cobertura a la normativa de aplicación en materia de admi-
sión de alumnos, contempla que «Una programación ade-
cuada de los puestos escolares gratuitos, en los ámbitos te-
rritoriales correspondientes, garantizará tanto la efectividad
del derecho a la educación como la posibilidad de escoger
centro docente» y establece en su artículo 20.2 que la admi-
sión en centros públicos, de aplicación asimismo a los cen-
tros privados concertados, «cuando no existan plazas sufi-
cientes, se regirá por los siguientes criterios prioritarios:
rentas anuales de la unidad familiar, proximidad del domici-
lio y existencia de hermanos matriculados en el Centro».

Esos criterios prioritarios que apunta la LODE, así como
otros complementarios, se concretan en el Real Decreto
366/1997, de 14 de marzo, por el que se regula el régimen de
elección de Centro educativo, normativa estatal vigente en
nuestra Comunidad Autónoma hasta el curso académico
2002/2003 en el que se aplica una nueva normativa reflejada
en el Decreto 135/2002, de 17 de abril, del Gobierno de
Aragón, y en la Orden de 18 de abril de 2002, del Departa-
mento de Educación y Ciencia, marco legal que el Gobierno
de Aragón, respetando lo dispuesto en la legislación básica
del Estado y en desarrollo de las competencias atribuidas en
el artículo 37.1 de nuestro Estatuto de Autonomía, estableció
para todos los Centros docentes aragoneses sostenidos con
fondos públicos. 

Toda la legislación posterior en materia de admisión ha
reflejado estos criterios prioritarios, incorporando progresi-
vamente otros conceptos a valorar en los baremos que se

aplican en el proceso de escolarización. En la actualidad,
transferidas las competencias en materia de enseñanza no
universitaria a las distintas Comunidades Autónomas, con
excepción de Ceuta y Melilla, cada Comunidad ha desarro-
llado su propia normativa, respetando en todo caso el marco
común básico establecido para todo el Estado. 

El mencionado Decreto 135/2002, por el que se regula la
admisión de alumnos en los Centros docentes sostenidos con
fondos públicos de Educación Infantil, de Educación Pri-
maria y Educación Secundaria de la Comunidad Autónoma
de Aragón, determina cuáles han de ser los criterios de apli-
cación para el baremo de las solicitudes cuando en un Centro
no existan plazas suficientes para atender todas las peticio-
nes de ingreso. El Anexo II de la Orden de 15 de abril de
2004 explicita los siguientes criterios aplicados en el último
procedimiento de admisión de alumnos: 
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CRITERIOS 

 
a) Proximidad del domicilio 

• Domicilio familiar o. alternativamente, lugar de trabajo de uno 
cualquiera de los padres o tutor situado dentro do la zona de In-
fluencia en la que está ubicado el Centro solicitado 

6 puntos 

• Domicilio familiar o. alternativamente, Lugar de trabajo de uno 
cualquiera de los padres o tutor, situado en las zonas limítrofes a 
la zona do Influencia en la que está ubicado el Centro solicitado. 

3 puntos 

• Domicilio familiar o alternativamente, lugar de trabajo de uno 
cualquiera de los padres o tutor, situado en otras zonas. 

0 puntos 

  

b) Renta anual de la unidad familiar 

• Rentas iguales o inferiores al Salario Mínimo Interprofesional 1 punto 

• Rentas superiores al Salario Mínimo Interprofesional 0 puntos 

  

c) Existencia de hermanos matriculados en el Centro 

• Primer hermano matriculado en el Centro 4 puntos 

• Por cada uno de los otros hermanos matriculados en el Centro 1 punto 
El máximo de puntos otorgados por este apartado no podrá ser superior a 6 puntos 
 

d) Condición de Familia numerosa 1 punto 

  

e) Condición reconocida de minusválido físico, psíquico o senso-
rial del alumno, de los padres, o hermanos del alumno, o en su ca-
so del tutor, y/o enfermedad crónica del alumno que afecte al sis-
tema digestivo, endocrino o metabólico y exija como tratamiento 
esencial el seguimiento de una dieta compleja y un estricto control 
alimenticio cuyo cumplimiento condicione el estado de salud físi-
ca del alumno. 

1 punto 

2.3. LOS CONSEJOS ESCOLARES

El Consejo Escolar es el órgano de participación de los di-
ferentes miembros de la comunidad educativa. Entre las atri-
buciones del Consejo Escolar de un Centro docente la LOCE
establece: «Participar en el proceso de admisión de alumnos
y velar para que se realice con sujeción a lo establecido en
esta Ley y disposiciones que la desarrollen» (art.º 82.1 c).

En nuestra Comunidad Autónoma, el Decreto 135/2002
dispone en su artículo 11 que «el Consejo Escolar es el ór-
gano competente para decidir la admisión de alumnos en los
centros públicos. En los centros concertados los titulares se-
rán los responsables de la decisión y del cumplimiento es-
tricto de la normativa general sobre admisión de alumnos,
correspondiendo al Consejo Escolar la garantía de su cum-
plimiento».

En el procedimiento de tramitación de las instancias de
admisión, en aquellos Centros donde el número de solicitu-
des es superior al de plazas disponibles, los órganos compe-
tentes para la admisión de alumnos asignan a cada solicitud
la puntuación obtenida, de acuerdo con el baremo estableci-
do para las enseñanzas correspondientes, las ordenan en fun-



ción de esa puntuación y, en su caso, de los criterios de de-
sempate, y proceden a admitir las solicitudes hasta cubrir to-
das las plazas, respetando las que han de quedar a disposi-
ción de alumnos con necesidades educativas especiales. 

Por consiguiente, el Consejo Escolar es el órgano que ha
de decidir sobre la admisión de alumnos hasta cubrir las pla-
zas que ofrece el Centro. Si, por exceder el número de soli-
citudes al de plazas disponibles, es preciso aplicar el baremo
legalmente establecido, el proceso también lo realiza el Con-
sejo Escolar de los propios Centros otorgando la puntuación
que corresponda a cada instancia de admisión.

2.3.1. COMPOSICIÓN DEL CONSEJO ESCOLAR

Debemos tener en cuenta que la LOCE define el Consejo
Escolar como el órgano de participación en el control y ges-
tión del Centro de los distintos sectores que constituyen la
comunidad educativa; y establece que el Consejo Escolar de
los Centros docentes estará constituido por los siguientes
miembros:

«a) El Director del centro, que será su Presidente.
b) El Jefe de Estudios.
c) Un concejal o representante del Ayuntamiento en cuyo

término municipal se halle radicado el centro.
d) Un número de profesores, elegidos por el Claustro,

que no podrá ser inferior a un tercio del total de los compo-
nentes del Consejo.

e) Un número de padres y de alumnos, elegidos respecti-
vamente por y entre ellos, que no podrá ser inferior a un ter-
cio del total de los componentes del Consejo.

f) Un representante del personal de administración y ser-
vicios del centro.

g) El Secretario del centro, que actuará como secretario
del Consejo, con voz y sin voto.

Además, en los centros específicos de educación especial
y en aquellos que tengan aulas especializadas, formará par-
te también del Consejo Escolar, un representante del perso-
nal de atención educativa complementaria» (art.º 81.2).

Por lo que respecta a la participación de los alumnos en
el Consejo Escolar, la LOCE en su artículo 81 matiza lo si-
guiente:

«3. Los alumnos podrán ser elegidos miembros del Con-
sejo Escolar, a partir del tercer curso de la Educación Se-
cundaria Obligatoria. En ningún caso podrá ser elegido un
alumno que haya sido objeto de sanción por conductas gra-
vemente perjudiciales para la convivencia del centro durante
el curso en que tenga lugar la celebración de las elecciones.

4. Los alumnos del tercer ciclo de Educación Primaria y
de los dos primeros cursos de la Educación Secundaria
Obligatoria podrán participar en el Consejo Escolar en los
términos que establezcan las Administraciones educativas.»

Sin embargo, habida cuenta de la muy reciente promul-
gación de la LOCE y de la falta de normativa de desarrollo
de la misma, los Consejos Escolares que han actuado en el
último procedimiento de admisión de alumnos en Centros
sostenidos con fondos públicos se habrán constituido de con-
formidad con lo dispuesto en el Reglamento Orgánico de las
Escuelas de Educación Infantil y de los Colegios de Educa-
ción Primaria que determina la composición del Consejo Es-
colar en función del número de unidades de los mismos. Así,
para Centros de nueve o más unidades, dispone que el Con-

sejo Escolar estará compuesto por los siguientes miembros:
el Director, que será su presidente; el Jefe de Estudios; cinco
maestros elegidos por el Claustro; cinco representantes de
los padres de alumnos; un representante del Personal de Ad-
ministración y Servicios; un Concejal o representante del
Ayuntamiento del municipio en cuyo término se halle radi-
cado el centro; y el Secretario, que actuará como Secretario
del Consejo, con voz, pero sin voto. Para Centros con un nú-
mero inferior de unidades, disminuye también el número de
miembros del Consejo Escolar, si bien está compuesto, en
cualquier caso, por profesores, padres y un concejal o repre-
sentante del Ayuntamiento. En este mismo sentido, el artícu-
lo 81 de la LOCE expone lo siguiente:

«6. Las Administraciones educativas determinarán el nú-
mero total de miembros del Consejo Escolar y regularán el
proceso de elección de los representantes de los distintos
sectores que lo integran.

7. En los centros específicos de Educación Infantil, en los
incompletos de Educación Primaria, en los de Educación
Secundaria con menos de ocho unidades, en centros de edu-
cación permanente de personas adultas y de Educación
Especial, en los que se impartan enseñanzas de régimen es-
pecial, así como en aquellas unidades o centros de caracte-
rísticas singulares, la Administración educativa competente
adaptará lo dispuesto en este artículo y en el artículo 78 de
esta Ley a la singularidad de los mismos.»

En cualquier caso, son esas personas que forman parte
del Consejo Escolar del Centro —profesores, padres, repre-
sentantes del PAS y del Ayuntamiento y, en su caso, alum-
nos— quienes, en uso de sus facultades, examinan y valoran
los documentos acreditativos aportados por los solicitantes
de un puesto escolar en el proceso de admisión de alumnos
en Centros sostenidos con fondos públicos.

2.4. LAS COMISIONES DE ESCOLARIZACIÓN

El Decreto 135/2002 establece en su artículo 22 la cons-
titución de Comisiones de Escolarización con objeto de ga-
rantizar el cumplimiento de las normas de admisión de alum-
nos, proponer las zonas de influencia y limítrofes de cada
Centro, facilitar el ejercicio de los derechos reconocidos en
el Decreto y adoptar las medidas oportunas para la adecuada
escolarización de todos los alumnos. 

En este último de los objetivos señalados cabe enmarcar
el problema de adjudicación de plazas vacantes a alumnos
que han resultado excluidos del Centro elegido como prime-
ra opción, competencia que el Decreto 135/2002 atribuye a
las Comisiones de Escolarización. En este sentido, el artícu-
lo 24 b) señala entre las funciones de las mismas «adoptar
las medidas necesarias para la escolarización de los alum-
nos que no hayan obtenido plaza a través de los órganos co-
rrespondientes de los centros educativos».

2.4.1. COMPOSICIÓN DE LA COMISIÓN DE ESCOLA-
RIZACIÓN

En las localidades con dos o más Centros sostenidos con
fondos públicos del mismo nivel se ha de constituir una Co-
misión de Escolarización, formada por los siguientes miem-
bros, de conformidad con el artículo 23 del Decreto
135/2002:
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a) Un Inspector de Educación que será su presidente.
b) Un representante por cada una de las Organizaciones

Sindicales con representación en las Mesas Sectoriales de la
Enseñanza pública y Enseñanza privada concertada.

c) Dos Directores de centros públicos del nivel educativo
correspondiente, elegidos por sorteo.

d) Dos Directores de centros privados concertados del ni-
vel educativo correspondiente, designados por el Director
del Servicio Provincial a propuesta de las Organizaciones re-
presentativas del sector.

e) Dos representantes de las corporaciones locales co-
rrespondientes, por cada zona de escolarización.

f) Un representante de los Padres de Alumnos de la ense-
ñanza pública a propuesta de las Organizaciones más repre-
sentativas del sector.

g) Un representante de los Padres de Alumnos de la en-
señanza privada concertada a propuesta de las Organizacio-
nes más representativas del sector.

h) Dos representantes del Servicio Provincial.

3. QUEJAS ANTE EL JUSTICIA

En los últimos años se ha detectado un incremento del
número de quejas relativas al procedimiento de admisión de
alumnos en Centros sostenidos con fondos públicos. Desde
el año 1999, ejercicio en el que no se recibió queja alguna so-
bre el particular, los expedientes abiertos a instancia de par-
te sobre esta cuestión en concreto han aumentado hasta al-
canzar la cifra de cincuenta en el año 2003. En el último
ejercicio, correspondiente a 2004, si bien las quejas en mate-
ria de Educación han disminuido, en lo que se refiere al pro-
ceso de admisión el número de expedientes se ha estabiliza-
do en el medio centenar. Consideramos que el hecho de
haber realizado anticipadamente el sorteo, como recomendó
el Justicia, es uno de los factores que han podido contribuir
a reducir la conflictividad. 

Teniendo todas las quejas como fondo la no admisión de
un menor en el Centro educativo elegido por su familia, la
casuística es muy variada y se alegan diversas circunstancias
para solicitar la revisión y rectificación de la adjudicación
del puesto escolar que se cuestiona. Se exponen a continua-
ción los motivos más habituales por los que los ciudadanos
se dirigen al Justicia:

— Desacuerdo con la aplicación de los criterios del ba-
remo.

— Presuntos fraudes en la documentación presentada
para obtener puntuación por enfermedad en determinados
Centros.

— Hermanos no admitidos en el mismo Centro.
— Indefensión ante el desconocimiento de los criterios

por los que se rige la Comisión de Escolarización para la ad-
judicación de plazas vacantes.

— Adjudicación de plaza en un Centro muy alejado del
domicilio familiar, cuando éste se encuentra extremadamen-
te próximo al Centro solicitado.

— Disconformidad con el sistema de realización del sor-
teo público ante el Consejo Escolar del Centro.

— Irregularidades detectadas en la celebración del sorteo
en Centros concretos.

— Denegación de apertura de más unidades a Centros
concertados.

— Adjudicación de un Centro distinto a los siete consig-
nados en la instancia de admisión.

— No admisión en un Centro en el que el menor ya ha-
bía estado escolarizado.

— Desigualdades en la oferta educativa, con distintas ra-
tios según las zonas.

— Alumnos que habiendo cursado la Educación Infantil
en un determinado Centro no resultan admitidos en el mismo
para cursar Primaria, situación que no se repetirá en el futuro
debido a la firma de los convenios de financiación en Infantil.

— El Centro no puede dar cobertura a necesidades fami-
liares de servicios complementarios como comedor o trans-
porte escolar.

— No admisión de hijos de trabajadores del Centro soli-
citado.

— Errores en las listas de admitidos expuestas, tanto en
las provisionales como en las definitivas.

— La plaza adjudicada no corresponde a la red de ense-
ñanza solicitada.

En todos los casos en los que los escritos presentados
reunían los requisitos formales establecidos en los artículos
14 y 15 de la Ley 4/1985, de 27 de junio, reguladora de esta
Institución, las quejas fueron admitidas a trámite y se instru-
yó el expediente con la finalidad de que la Administración
educativa revisara su actuación en cada supuesto concreto
planteado y, en su caso, procediera a efectuar la rectificación
pertinente.

4. REVISIÓN DEL BAREMO

En los Centros docentes con mayor demanda de plazas,
con el baremo establecido para el procedimiento de admisión
de alumnos en Centros sostenidos con fondos públicos de
nuestra Comunidad Autónoma, se pueden dar situaciones ta-
les como que familias residentes en las cercanías de un de-
terminado Centro no obtengan plaza en el mismo para sus hi-
jos. Además, es muy elevado el número de alumnos que
quedan empatados a puntos y cuya admisión se deja al azar
del resultado de un sorteo, habida cuenta que los criterios de
desempate resultan inoperantes debido a que todas las solici-
tudes empatadas tienen exclusivamente los puntos que se
otorgan por estar el domicilio dentro de la zona de influencia
del Centro. 

El análisis de la normativa de aplicación vigente en otras
Comunidades del Estado nos ha permitido detectar aspectos
que, de ser aplicados en Aragón, posibilitarían solucionar de
forma más racional los variados y complejos problemas que
se plantean, así como disminuir el número de empates en los
Centros. Tal sería el caso si se estableciera un mayor fraccio-
namiento de las puntuaciones que se otorgan por los concep-
tos ya existentes en el baremo o bien si se incorporasen nue-
vos criterios al mismo.

Por otra parte, estimamos que en los supuestos en que se
detecte la comisión de fraude, bien sea mediante la aporta-
ción intencionada de documentación que no se ajusta a la si-
tuación real de la familia o bien por cualquier otra vía, la Ad-
ministración debe adoptar medidas sancionadoras a fin de
evitar que hechos de esta naturaleza queden impunes, te-
niendo presente además el efecto disuasorio que tendrían las
actuaciones en este sentido. 
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A continuación se revisa cada uno de los apartados y se
examinan posibles modificaciones con la finalidad de que,
en la práctica, la aplicación de los diversos criterios se adap-
te al máximo al espíritu del concepto que corresponde a cada
uno de ellos, teniendo también presente el objetivo de redu-
cir el número de solicitudes de admisión que quedan empa-
tadas a puntos tras efectuar los procesos de baremación. Un
mayor fraccionamiento de la puntuación que se otorga en al-
gunos apartados o bien la introducción de nuevos conceptos
que se puedan valorar objetivamente posibilitaría que las fa-
milias tuvieran a priori un mayor conocimiento sobre sus po-
sibilidades de admisión en uno u otro Centro, y pudieran
hacer previsiones, lo que con el actual sistema resulta impo-
sible en todos aquellos casos en que se han otorgado puntos
por pertenencia a la zona exclusivamente. El hecho de que en
estos supuestos se decida la admisión al azar genera incerti-
dumbre. 

4.1. PROXIMIDAD AL CENTRO ESCOLAR

los que se suman un punto por cada año de residencia o de
trabajo continuado e ininterrumpido, y medio punto por frac-
ción de año de residencia o trabajo continuado e ininterrum-
pido. Este sistema tiene la ventaja, al menos en cierta me-
dida, de evitar los empadronamientos de conveniencia,
contribuyendo con ello a impedir el fraude.

Asimismo, consideramos que se debería primar la extre-
ma proximidad domiciliaria, valorando más los casos en que
el domicilio esté real y efectivamente muy cerca del Centro
docente. Diversas familias de Zaragoza han presentado que-
jas ante esta Institución debido a que no han obtenido plaza
en el Centro elegido en primera opción, pese a que su resi-
dencia se encuentra a menos de 50 metros del Centro solici-
tado. Se advierte que determinados domicilios situados en-
frente de Centros determinados no pertenecen a su zona de
influencia y, sin embargo, otros que distan kilómetros están
dentro de la zona. Por ello, teniendo en cuenta la amplitud de
algunas zonas de escolarización, por ejemplo, en Zaragoza
capital, para cada Centro docente se podrían establecer entor-
nos de influencia según el grado de proximidad al mismo y
otorgar una puntuación superior cuanto mayor sea la cercanía. 

Hay que tener en cuenta que para la conciliación de la
vida familiar con la laboral, cuando los dos progenitores tra-
bajan y los hijos son pequeños, el tener que llevarlos todos
los días a un Centro alejado supone una importante pérdida
de tiempo. Evitando esos largos desplazamientos se posibili-
taría también que los niños dispusieran de más tiempo para
otras actividades lúdicas o formativas.

4.2. CRITERIO DE RENTAS
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 a) Proximidad del domicilio 

• Domicilio familiar o, alternativamente, lugar de trabajo de uno cual-
quiera de los padres o tutor situado dentro de la zona de influencia en 
la que está ubicado el Centro solicitado 

6 puntos 

• Domicilio familiar o, alternativamente, lugar de trabajo de uno cual-
quiera de los padres o tutor, situado en las zonas limítrofes a la zona de 
influencia en la que está ubicado el Centro solicitado. 

3 puntos 

• Domicilio familiar o, alternativamente, lugar de trabajo de uno cual-
quiera de los padres o tutor, situado en otras zonas. 

0 puntos 

b) Renta anual de la unidad familiar 

• Rentas iguales o inferiores al Salario Mínimo Interprofesional 1 punto 

• Rentas superiores al Salario Mínimo Interprofesional 0 puntos 

Particularizando a este concepto, hemos observado que
en alguna Comunidad Autónoma otorgan más puntuación
por la proximidad del domicilio familiar que por la del labo-
ral. Así, en Castilla-La Mancha, por el domicilio familiar en
el área de influencia se conceden 10 puntos y solamente 8
cuando es el domicilio laboral el que se encuentra en la zona.
En Navarra, al domicilio familiar en la zona de influencia se
le asignan 5 puntos; en zona limítrofe, 2 puntos; y al lugar de
trabajo, 2 puntos tanto si se encuentra en zona de influencia
como en zona limítrofe. 

Estimamos oportuno el hecho de dar prioridad a los
alumnos que viven cerca del Centro docente frente a los hi-
jos de los que tienen el puesto de trabajo en el barrio, en base
a que la proximidad del domicilio tiene un sentido de perte-
nencia a la comunidad y de integración en el barrio tan im-
portante como la facilidad de acceso. 

Debe tenerse en cuenta, además, que en determinadas
zonas donde ejercen laboralmente un elevado número de per-
sonas —por ejemplo, la zona 5 que abarca el centro de Zara-
goza capital—, las familias residentes en esas zonas se en-
cuentran en inferioridad de condiciones con respecto a otras
que habitan áreas donde trabaja menos gente, ya que sus hi-
jos tienen menos posibilidades de resultar admitidos debido
a que todos los que trabajan en la zona pueden obtener los
mismos puntos para sus hijos en este apartado. Centrándonos
en la zona 5 de Zaragoza, allí están situados los principales
hospitales, almacenes y comercios, el campus de la universi-
dad que concentra más facultades, múltiples oficinas, etc.

Por otra parte, alguna Comunidad opta por valorar menos
la situación del domicilio y por tomar en consideración otras
circunstancias, como la permanencia en el mismo. En Balea-
res, por la proximidad del domicilio se otorgan dos puntos, a

Hasta el año 2002, era precisamente la aplicación de este
criterio «Renta anual de la unidad familiar» el mayor moti-
vo de queja ante esta Institución en materia de admisión de
alumnos en Centros sostenidos con fondos públicos, debido
a que la normativa estatal, de aplicación supletoria en nues-
tra Comunidad en defecto de normas propias, contemplaba
otorgar distinta puntuación en función de unos determinados
tramos de rentas. 

Esta Institución mantuvo reiteradamente que la correcta
aplicación del criterio relativo a rentas familiares exigía de la
Administración un esfuerzo adicional, ya que si bien es cier-
to que los Consejos Escolares de los Centros docentes care-
cen de los mecanismos necesarios para comprobar la veraci-
dad de la información fiscal aportada por las familias junto
a las solicitudes de admisión y para investigar si se han fal-
seado los datos económicos, es deber de la Administración
pedir y comprobar la existencia o no de declaraciones com-
plementarias, así como si algún otro miembro de la unidad
familiar presentaba declaración por separado que no hubiera
sido también adjuntada a la solicitud, más aún si se tiene en
cuenta que en la mayoría de los Centros el criterio de de-
sempate utilizado para adjudicar las últimas plazas era el de
«menor renta anual per cápita de la unidad familiar». 

En consonancia con ello, se formularon diversas reco-
mendaciones planteando la necesidad de un cambio de nor-
mativa, especialmente en lo que se refiere a facilitar la de-



tección de posibles irregularidades en los datos relativos a la
Renta de las Personas Físicas. En este sentido, la Administra-
ción educativa procedió en consecuencia dictando una nueva
normativa autonómica de aplicación para el proceso de ad-
misión de alumnos en Centros de la Comunidad Autónoma
de Aragón, de forma que el procedimiento seguido en los úl-
timos años ya simplifica el baremo en este apartado de ren-
tas, reflejando tan sólo la concesión de un único punto para
ingresos iguales o inferiores al Salario Mínimo Interprofe-
sional, lo cual hace que resulte más sencilla la investigación
en aquellos supuestos en que se denuncie un fraude.

No obstante lo cual, aún se recibe alguna queja por la
aplicación de este criterio, que los reclamantes consideran
que debería desaparecer del baremo. Mas hemos de hacer no-
tar que es una Ley Orgánica la que determina que las rentas
anuales de la unidad familiar sean tenidas en cuenta en el pro-
ceso de admisión de alumnos por lo que, en tanto continúe vi-
gente la LODE, tal concepto deberá quedar incorporado en el
baremo correspondiente, aun cuando sea mínimamente como
es el caso de la normativa autonómica aragonesa que sola-
mente otorga un punto por rentas iguales o inferiores al Sala-
rio Mínimo Interprofesional.

La Orden de 15 de abril de 2004, del Departamento de
Educación, Cultura y Deporte, por la que se convoca el pro-
cedimiento de admisión de alumnos en Centros sostenidos
con fondos públicos de Educación Infantil, Primaria y Se-
cundaria para el curso 2004/2005 determina la documenta-
ción que se ha de acompañar a la instancia de solicitud a
efectos de valorar la renta de la unidad familiar, especifican-
do en el artículo 11.1.b. lo siguiente: 

«Las rentas iguales o inferiores al salario mínimo inter-
profesional se acreditarán mediante certificación de esta
circunstancia, expedida al efecto por la Agencia Estatal de
la Administración Tributaria, y en su caso, certificación de
retribuciones percibidas o prestaciones reconocidas por
otros organismos públicos, o cualquier otro documento ne-
cesario para poder determinar la renta de la unidad familiar.

También las rentas iguales o inferiores a este salario, se
podrán acreditar mediante una copia de la hoja de liquida-
ción del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas co-
rrespondiente al ejercicio fiscal mencionado, sellada por al-
guna de las oficinas habilitadas por la Agencia Estatal de la
Administración Tributaria, así como una copia de la decla-
ración.»

Es esta segunda forma de acreditar las rentas la que sus-
cita quejas ante esta Institución. Los presentadores de estas
quejas alegan conocer casos, que no quieren denunciar parti-
cularmente, en los que se hace y sella una declaración con in-
gresos inferiores a los reales, que es la que se presenta en el
proceso de admisión, y que posteriormente se regulariza me-
diante una declaración complementaria. Tal circunstancia no
podría darse si se exige una certificación de ingresos totales
de las personas que componen la unidad familiar expedida
por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

4.3. ASISTENCIA DE HERMANOS AL MISMO CENTRO

En años anteriores se han planteado situaciones que ha-
cían referencia a la problemática escolarización de hermanos
que pretenden acceder a un mismo Centro en los niveles de
1.º de Educación Primaria y 1.º de Educación Infantil de se-
gundo ciclo, y tenían que pasar ambos por un proceso de ad-
misión para el que había establecido un mismo plazo en am-
bos niveles, teniendo que ser baremados en unas mismas
fechas. Debido a la firma de convenios de financiación del
2.º ciclo de Educación Infantil, esta situación transitoria se
dará muy ocasionalmente ya que en el futuro los centros que
imparten los dos niveles, Educación Infantil y Primaria, so-
meterán a sus solicitantes a un único proceso de admisión se-
gún la normativa establecida para todos los centros docentes
sostenidos con fondos públicos, que tendrá lugar en el nivel
de 3 años, pasando automáticamente los alumnos admitidos
en un determinado Centro al nivel de Primaria sin tener que
someterse a ulteriores procedimientos de admisión. 

Sin embargo, puede seguir sucediendo que por motivos
de traslado familiar o alguna otra circunstancia excepcional
se dé el caso de hermanos que participan simultáneamente en
el proceso de admisión de alumnos en Centros sostenidos
con fondos públicos y, por ello, estimamos que es preciso
adoptar medidas para garantizar los derechos de los herma-
nos que se ven abocados a participar en el procedimiento de
admisión en un mismo año.

En diversos expedientes de queja presentados ante esta
Institución, se ha detectado el caso de hermanos que habien-
do solicitado plaza en un mismo Centro, uno ha resultado ad-
mitido y el otro no. Ante una situación de este tipo suscitada
en el proceso de admisión de alumnos para el curso 2003-
2004, en la resolución del recurso de alzada interpuesto por
una familia a la que se le ha aceptado, por incremento de ra-
tios, la solicitud presentada para 1.º de Primaria mas no la de
Infantil, el Director del Servicio Provincial de Zaragoza falla
estimar el recurso y, en su virtud, disponer la admisión del
hermano menor en el Centro solicitado para cursar primer
curso de 2.º ciclo de Educación Infantil en base a la siguien-
te valoración jurídica:

«La admisión de la hermana mayor se produce en virtud
de un incremento del número máximo de alumnos por unidad,
después de haber sido estudiadas las necesidades de escola-
rización y los datos de los centros de la Zona. Pero una vez
que la admisión se ha realizado, lo que hay que examinar es
si tiene consecuencias en la valoración de la solicitud del
hermano menor. Sobre este particular, se ha de indicar que la
admisión de la hermana es un dato objetivo que no puede ser
obviado; y si bien es cierto que no cabe concederle unos efec-
tos retroactivos al momento en que el Consejo Escolar efec-
tuó la baremación de las solicitudes, sí que hay que tener en
cuenta la nueva situación al tiempo de generarse la vacante
que ahora se solicita, cuando la hermana está ya matricula-
da en el Centro, sin que quepa desconocer este hecho ni rele-
garlo a la consideración de meramente incidental.

En definitiva, como no podía ser de otra forma, las nor-
mas no contemplan ninguna suerte de orden jerárquico en-
tre los alumnos admitidos para valorar su presencia en el
Centro según cual sea el momento o la razón por la que ha-
yan accedido, de ahí que deba ser aplicado el criterio prio-
ritario establecido en la disposición adicional quinta de la
Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de
Educación, y en el baremo fijado en la Orden de 27 de mar-
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c) Existencia de hermanos matriculados en el Centro 

• Primer hermano matriculado en el Centro 4 puntos 

• Por cada uno de los otros hermanos matriculados en el Centro 1 punto 
El máximo de puntos otorgados por este apartado no podrá ser superior a 6 puntos 



zo de 2003, de existencia de hermanos, mediante el que se
prima la escolarización en un Centro de alumnos pertene-
cientes a la misma familia.»

Esta argumentación también debería ser de aplicación a
otros casos similares, por lo que resultaría procedente revisar
la normativa en este aspecto, reduciendo la exigencia para
otorgar puntos por este concepto a la existencia de hermanos
en el Centro en el curso escolar para el que se solicita la pla-
za Ello implicaría que la admisión de un alumno en un de-
terminado Colegio conlleve automáticamente la de su her-
mano si éste también había solicitado ese Centro en el mismo
procedimiento.

4.4. CONDICIÓN DE FAMILIA NUMEROSA

Aun cuando ninguna de las quejas presentadas ante esta
Institución a lo largo de los años hace referencia a la puntua-
ción otorgada por este concepto, queremos dejar constancia
de las diferencias apreciadas con respecto a la normativa vi-
gente en otras Comunidades Autónomas, teniendo presente
que la finalidad de cualquier modificación en este apartado
sería reducir el número de solicitudes empatadas.

En Andalucía, Asturias, Baleares, Extremadura y La Rio-
ja se establece distinta puntuación en el caso de familia nu-
merosa especial (2 puntos) y familia numerosa general (1
punto). Otras Comunidades como Cantabria, Madrid, Mur-
cia, Valencia, Ceuta y Melilla, otorgan 1.5 puntos por la con-
dición de familia numerosa.

4.5. RECONOCIMIENTO DE MINUSVALÍA O ENFERMEDAD

La LOCE señala en su disposición adicional quinta como
criterios prioritarios los que ya se citan en la LODE, es decir,
«renta per capita de la unidad familiar, proximidad del do-
micilio y existencia de hermanos matriculados en el centro»,
añadiendo además el siguiente: «concurrencia de discapaci-
dad en el alumno o en alguno de sus padres o hermanos y
condición legal de familia numerosa. Asimismo, se conside-
rará criterio prioritario la concurrencia en el alumno de en-
fermedad crónica que afecte al sistema digestivo, endocrino
o metabólico y exija como tratamiento esencial el seguimien-
to de una dieta compleja y un estricto control alimenticio cu-
yo cumplimiento condicione de forma determinante el estado
de salud física del alumno. Para las enseñanzas no obligato-
rias se podrá considerar además el expediente académico».

En nuestra Comunidad Autónoma no se hace distinción
alguna entre los distintos conceptos, discapacidad o enfer-
medad crónica, ni tampoco por el hecho de que afecte al
alumno o a algún otro miembro de la unidad familiar. En
Aragón, tanto por la condición de minusválido del alumno,
padres o hermanos como por el padecimiento de enfermedad
crónica del alumno se otorga un punto. Sin embargo, en otras
Comunidades se fracciona la valoración de este apartado. En
Andalucía, por ejemplo, por discapacidad en el alumno se
otorga un punto, y solamente medio punto por discapacidad
de alguno de los progenitores o hermanos del alumno o por
enfermedad crónica del alumno.

En el proceso de admisión de alumnos convocado por
Orden de 27 de marzo de 2003, del Departamento de Educa-
ción y Ciencia de la DGA, en aplicación de lo dispuesto en
la citada disposición adicional de la LOCE, se incorporan

dos nuevos criterios a los contemplados en los artículos 18 y
20 del Decreto 135/2002. Tales criterios son: «a) Concurren-
cia de discapacidad en el alumno. b) Concurrencia en el
alumno de enfermedad crónica que afecte al sistema digesti-
vo, endocrino o metabólico y exija como tratamiento esen-
cial el seguimiento de una dieta compleja y un estricto con-
trol alimenticio cuyo cumplimiento condicione de forma
determinante el estado de salud física del mismo». Y a quie-
nes padezcan este tipo de enfermedad, se les ha de otorgar un
punto según se señala en el baremo.

Así como la mencionada Orden de 27 de marzo de 2003,
e igualmente en la Orden de convocatoria del último proce-
dimiento, para la acreditación de la condición reconocida de
discapacitado físico, psíquico o sensorial del alumno exige
un certificado del tipo y grado de discapacidad expedido por
el Instituto Aragonés de Servicios Sociales u organismo
equivalente, para la condición de afectado con enfermedad
crónica del apartado b) la exigencia se limita a documentar-
lo mediante certificado médico. 

Fuentes médicas consultadas estiman, por una parte, que
con la finalidad de paliar la ambigüedad de la normativa de
aplicación en este apartado se deberían precisar más las en-
fermedades e incluso consensuar una relación de aquellas
que serían susceptibles de valoración en el procedimiento de
admisión, sin perjuicio de que se pudiera presentar algún
caso concreto excepcional no contemplado en la citada rela-
ción. Por otra parte, consideran que solamente se debería
otorgar validez en el proceso a certificados médicos firma-
dos por especialistas. En este sentido, el Dr. D. Luis Ros, Jefe
de la Sección de Gastroenterología y Nutrición del Hospital
Infantil Miguel Servet de Zaragoza propone que, como do-
cumentación acreditativa, se presente un Informe-tipo justi-
ficativo para la valoración de enfermedad en el proceso de
admisión de alumnos firmado por un médico especialista, al
que en cualquier caso se debería acompañar el informe diag-
nóstico hospitalario del paciente. El Dr. Ros acompaña a su
propuesta un posible modelo de Informe-tipo justificativo
que, en base a otros que se utilizan en el Hospital Infantil, ha
adaptado al supuesto que nos ocupa, habiendo sido consulta-
dos para su realización el Jefe de la Sección de Endocrino-
logía Pediátrica, Dr. D. Ángel Ferrández, y el Jefe de la
Sección de Metabolopatías, Dr. D. Antonio Baldellou. En-
tendiendo que tal modelo puede ser utilizado como docu-
mento inicial de trabajo para la elaboración, en su caso, del
documento que la Administración educativa estime pertinen-
te, se adjunta como Anexo este modelo que sugieren espe-
cialistas cualificados con una lista de patologías que consi-
deran provisional y a revisar por los Servicios médicos del
Departamento de Educación, Cultura y Deporte. 

El certificado médico acreditativo de la condición de en-
fermo crónico debe ser examinado, con objeto de otorgar la
correspondiente puntuación, por los miembros del Consejo
Escolar que son personas a quienes no se puede presuponer
conocimientos específicos de Medicina, salvo que acciden-
talmente haya algún facultativo entre los representantes de
los padres o del Ayuntamiento, en cuyo caso los certificados
médicos aportados sí podrían ser examinados en un primer
momento por personal especialista en Medicina que, casual-
mente, formara parte del Consejo Escolar.

Es cierto que, posteriormente, si el ciudadano inicia un
procedimiento de reclamación contra la puntuación otorgada
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por este concepto los documentos médicos acreditativos pue-
den, y deben, ser revisados por especialistas en Medicina. No
obstante, no nos es posible tener la seguridad de que docu-
mentos médicos, presentados en distintos Centros docentes,
que certifiquen síntomas análogos, no hayan sido valorados
desde un primer momento de forma diferente, otorgando en
unos casos ese punto que en otros supuestos similares se ha-
brá desestimado conceder. Si bien hemos de hacer notar que
ello en nada afectaría la posición jurídica ni otorgaría legiti-
midad a una reclamación presentada si ésta no tiene derecho
a la concesión del punto, pues de conformidad con la Senten-
cia del Tribunal Constitucional 21/1992, de 14 de febrero,
«El principio de igualdad ante la Ley no significa un impo-
sible derecho de igualdad en la ilegalidad, de manera que en
ningún caso aquél a quien se aplica la Ley puede considerar
violado el citado principio constitucional por el hecho de
que la Ley no se aplique a otros que asimismo la han in-
cumplido».

4.5.1. GARANTÍAS FRENTE A PRESUNTOS FRAUDES

El sistema debe garantizar en todos los casos, y no sola-
mente en los procesos de reclamación, que los certificados
médicos presentados en los Centros docentes, documenta-
ción justificativa que contiene una información muy especí-
fica y de terminología compleja, han sido debidamente valo-
rados por especialistas. Aún más, estimamos que deben ser
unos mismos especialistas médicos quienes realicen la valo-
ración de los certificados médicos que se hayan aportado en
todos los Centros docentes cuyas solicitudes se han someti-
do al proceso de baremación, evitando con ello que se den si-
tuaciones de validez de un certificado médico en un Centro
docente y en otro no. De esta forma, el personal cualificado
podrá otorgar la puntuación con criterios objetivos y unifor-
mes, los mismos para todos los Centros, dotando de mayor
equidad al procedimiento.

Una posible forma de articular el proceso sería que todos
los certificados médicos se remitieran desde los Centros do-
centes al Servicio Provincial para su examen y valoración
por parte de un tribunal médico. La relación de alumnos con
las puntuaciones otorgadas por este concepto se harían llegar
a los Centros a fin de que fueran tenidas en cuenta por los
Consejos Escolares en el procedimiento global de barema-
ción que estos órganos han de llevar a cabo.

Un problema adicional es la presunta comisión de frau-
des para obtener ese punto por enfermedad, motivo por el
que se han presentado diversas quejas, algunas denunciando
con carácter general la situación y exigiendo comprobacio-
nes por parte de la Administración, como es el caso del ex-
pediente DI-736/04-8, en el que la Consejera de Educación,
Cultura y Deporte del Gobierno aragonés nos informaba que
«la Inspección de Educación, una vez analizados los datos
de escolarización, procedió de oficio a la revisión de la do-
cumentación, en concreto de aquellas solicitudes que habían
obtenido un punto por enfermedad crónica; la investigación
sigue su curso, y se está solicitando documentación comple-
mentaria...».

En la tramitación de otro expediente sobre esta misma
cuestión, registrado con el número de referencia DI-754/04-
8, que particularizaba la queja a un Centro en concreto, la
Consejera se pronuncia en el mismo sentido afirmando que

«la aplicación del punto cuestionado a trece solicitudes
supone un porcentaje alto en relación con el resto de los cen-
tros. Conscientes de ello, el Servicio de Inspección de Zara-
goza está realizando, de oficio, el seguimiento de la docu-
mentación presentada en los centros, y en concreto el de las
solicitudes que han sido puntuadas por el criterio de enfer-
medad crónica». 

Por el momento se desconoce el resultado de la investiga-
ción en curso, así como las medidas que se adoptarán en el
supuesto de que se llegue a verificar la comisión de algún
fraude en el sentido apuntado en los escritos de queja. Es pre-
ciso insistir en la necesidad de evitar que las familias partici-
pantes en el procedimiento aprecien impunidad cuando algún
solicitante comete intencionadamente una irregularidad. 

4.6. CRITERIOS DE DESEMPATE

La normativa estatal reflejada en el Real Decreto
366/1997 para dirimir los empates que se generasen tras la
puntuación de los criterios prioritarios y complementarios
determinaba que se apliquen, en el orden establecido y hasta
el momento en que se produzca el desempate, los siguientes
criterios: 

«a) Mayor puntuación obtenida en el apartado de her-
manos matriculados en el Centro.

b) Mayor puntuación obtenida en el apartado de proxi-
midad domiciliaria.

c) Menor renta anual per cápita en la unidad familiar.
d) Asignación por sorteo ante el Consejo Escolar del

Centro». 
Resultaba problemática la aplicación del criterio c) de de-

sempate debido a que esa normativa estatal, desarrollada más
explícitamente en la Orden de 26 de marzo de 1997, por la
que se regula el procedimiento para la elección de Centro
educativo y la admisión de alumnos, preveía que se optara
por no adjuntar con la solicitud la hoja de liquidación del
I.R.P.F. correspondiente. Así, el apartado quinto, párrafo
cuarto del punto 6 B a) especificaba que «En el supuesto de
que se opte por no aportar la documentación fiscal mencio-
nada, se atribuirá la puntuación mínima prevista en el crite-
rio de rentas familiares del baremo». Y como consecuencia
de ello, no se podrían dirimir todos los empates mediante el
criterio de rentas, puesto que las de algunas solicitudes serí-
an desconocidas

Por ello, y ante la dificultad de verificar los datos fisca-
les aportados, valoramos muy positivamente que las rentas
no tengan incidencia alguna en el proceso de desempate es-
tablecido en la normativa aragonesa. El Decreto 135/2002,
de 17 de abril, del Gobierno de Aragón, dispone en su artí-
culo 21 que los empates en la puntuación obtenida en apli-
cación del baremo se dirimirán utilizando los siguientes cri-
terios, según el orden expresado, hasta el momento en que se
produzca el desempate:

«a) Alumnos matriculados en el centro en tercer curso de
Educación Infantil de segundo ciclo.

b) Mayor puntuación obtenida en el apartado de herma-
nos matriculados en el centro.

c) Mayor puntuación obtenida en el apartado de proxi-
midad domiciliaria.

d) Sorteo público ante el Consejo Escolar.» 
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En el proceso de admisión de alumnos no suelen ser de-
terminantes los primeros de estos criterios, habida cuenta de
que los empates en las solicitudes se producen al tener ex-
clusivamente los puntos por zona, es decir, por igualdad de
puntos en el apartado de proximidad domiciliaria. En conse-
cuencia, el último de los criterios de desempate transcritos,
«Sorteo público ante el Consejo Escolar», es el mayoritaria-
mente utilizado en la práctica.

El hecho de que el azar sea decisorio en este proceso de
admisión no siempre es bien acogido por las familias afecta-
das, a tenor de sus manifestaciones ante esta Institución. He-
mos podido advertir que otras Comunidades Autónomas han
ampliado los criterios de desempate con objeto de evitar que
sea mínimo el número de alumnos cuya admisión se ha de
decidir por sorteo. Las Comunidades que han establecido un
mayor número de criterios de desempate son Andalucía, As-
turias y Castilla-León, seguidas por Extremadura y Castilla-
La Mancha. A modo ilustrativo, reproducimos a continua-
ción los criterios de desempate aplicados en Andalucía:

«a) Mayor puntuación obtenida en el apartado de proxi-
midad del domicilio, cuando se acredite el domicilio fa-
miliar.

b) Mayor puntuación obtenida en el apartado de proxi-
midad del domicilio, cuando se acredite el domicilio laboral.

c) Mayor puntuación obtenida en el apartado de herma-
nos o hermanas matriculados en el centro.

d) Mayor puntuación obtenida en el apartado de renta
per cápita.

e) Existencia de discapacidad en el alumno o alumna.
f) Existencia de discapacidad en la madre o el padre del

alumno o alumna.
g) Existencia de discapacidad en algún hermano o her-

mana del alumno o alumna.
h) Existencia de enfermedad crónica en el alumno o

alumna que afecte al sistema digestivo, endocrino o metabó-
lico y exija como tratamiento esencial el seguimiento de una
dieta compleja y un estricto control alimenticio cuyo cum-
plimiento condicione de forma determinante su estado de sa-
lud física.

i) Pertenencia a familia numerosa.»
En caso de mantenerse el empate, en la normativa de to-

das las Comunidades del Estado se recoge que éste se resol-
verá aplicando el resultado del sorteo público que se realiza-
rá ante el Consejo Escolar.

En Aragón, ampliar los criterios de desempate de esta
forma no lograría reducir el número de alumnos cuya admi-
sión se ha de decidir en función del resultado del sorteo, sal-
vo que previamente se hubiera modificado el baremo. Sin
embargo, tal como se ha apuntado anteriormente, plantea-
mos la posible introducción de modificaciones a fin de que
la incidencia del azar en el proceso de admisión sea mínima. 

4.7. SORTEO PÚBLICO ANTE EL CONSEJO ESCOLAR

Las especificidades de este sorteo público en nuestra Co-
munidad Autónoma se concretan en la Orden de 15 de abril
de 2004, del Departamento de Educación, Cultura y Deporte,
por la que se convoca el procedimiento de admisión de alum-
nos en Centros sostenidos con fondos públicos de Educación
Infantil, Primaria y Secundaria para el curso 2004/2005, que
en su artículo 15 precisa tanto el momento en que se ha de

realizar el sorteo como el procedimiento que se ha de seguir
para efectuarlo.

En años anteriores, la celebración del sorteo de desempa-
te con posterioridad al proceso de baremación y participando
en el mismo exclusivamente los alumnos empatados a puntos
suscitó situaciones problemáticas cuando, en la resolución de
reclamaciones, un alumno era excluido de las listas de admi-
tidos por rectificación justificada de la puntuación otorgada
por el Consejo Escolar. En estos casos, constatamos que no
todos los Centros actuaban de igual forma. En unos Colegios,
no se admitía directamente al alumno, sin darle opción a par-
ticipar en sorteo alguno debido a que, en el momento de su
exclusión de las listas, el sorteo ya se había celebrado. En
otros Centros se repitió todo el sorteo, con el consiguiente de-
sacuerdo de aquellas familias cuyos hijos habían resultado
admitidos como consecuencia del resultado del primer sorteo
y que quedaban excluidos conforme al segundo.

Por ello, esta Institución valora muy positivamente el he-
cho de que, en el último proceso de admisión de alumnos, el
sorteo se haya celebrado con anterioridad al proceso de bare-
mación de solicitudes y que en el mismo hayan participado
todos los alumnos solicitantes de un determinado Centro. De
esta forma, tal como señalaba el Justicia en una resolución
anterior, si por rectificación justificada de su puntuación, un
alumno resulta posteriormente excluido de las listas de admi-
tidos y su solicitud queda con los mismos puntos del desem-
pate, se deberá tener en cuenta el orden que el sorteo le otor-
gó y en función de su posición resultará o no admitido.

4.7.1. REALIZACIÓN DEL SORTEO

Cuanto mayor sea el grado de concreción de la regula-
ción del procedimiento, menores serán las diferencias inter-
pretativas a que se presta la ambigüedad y habrá una mayor
igualdad en la aplicación de la normativa entre unos Centros
y otros. Por tanto, estimamos que resulta también eficaz que
se refleje en la Orden de 15 de abril de 2004, incluso, la for-
ma en que se ha de realizar el sorteo. Sin embargo, creemos
que es mejorable el procedimiento de realización del mismo
que ha decidido el Departamento de Educación, Cultura y
Deporte. De hecho, en una resolución que esta Institución di-
rigió a la Consejera con fecha 12 de noviembre de 2003, en
relación con la realización de un sorteo sacando al azar una
o más letras a partir de las cuales se asignaría plaza a los
alumnos en función de sus apellidos, advertíamos que con
este procedimiento «no todos los alumnos tienen exactamen-
te la misma probabilidad de resultar admitidos, sino que ésta
varía en función de las letras que constituyen sus apellidos.
Así, sorteando una sola letra, en el supuesto de que saliera
la G, un alumno de primer apellido Gael tendría mayor pro-
babilidad de admisión que un Gutiérrez, a quien antecede-
rían en la ordenación alfabética muchos apellidos muy co-
munes».

La Orden de 15 de abril de 2004, en su artículo 15.6 pun-
tualiza que «El sorteo público se efectuará extrayendo al
azar dos letras del abecedario que determinarán las dos le-
tras iniciales del primer apellido del solicitante a partir del
cual quedarán ordenadas alfabéticamente el resto de solici-
tudes presentadas. Si no existiera ningún primer apellido
que comience con esas letras, se acudirá al inmediatamente
siguiente en orden alfabético». Pese a que este sistema de
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sorteo alfabético está muy extendido en la Administración
cuando se pretende elegir aleatoriamente entre un número
elevado de opciones, por ejemplo, para dirimir el orden de
intervención de los participantes en oposiciones, es evidente
que matemáticamente las probabilidades de elección de unos
apellidos u otros son distintas. 

Por ello, aun admitiendo que el sorteo se efectuó en los
Centros con la debida transparencia y que el procedimiento
seguido garantizó la aleatoriedad y la imparcialidad, estima-
mos que el sistema es mejorable de cara a futuras convoca-
torias a fin de lograr un mayor grado de equidad. A este res-
pecto debemos tener en cuenta lo dispuesto en el artículo
15.5 de la Orden de constante referencia que determina que
«El sorteo público se realizará por el órgano competente en
el centro educativo, respetando los principios de igualdad y
publicidad».

Si en futuras convocatorias del procedimiento de admi-
sión de alumnos en Centros sostenidos con fondos públicos
se introdujeran modificaciones en la normativa y se lograra
reducir el número de posibles situaciones de empate, habida
cuenta que cuanto menor sea el número de plazas que se ha-
yan de adjudicar según el resultado del sorteo, mayor sería la
incidencia de las diferencias probabilísticas derivadas del
sistema de sorteo alfabético aplicado en esta convocatoria,
estimamos conveniente revisar, para los próximos procesos
de escolarización, lo establecido en el artículo 15.6 de la
Orden de 15 de abril de 2004 relativo a la forma en que se
efectuará el sorteo.

4.7.2. ESTUDIAR POSIBLES MODIFICACIONES DEL
SORTEO

Analizando la situación de otras Comunidades Autóno-
mas, se observa que algunas, precisamente aquellas a las que
se han transferido las competencias en materia de enseñanza
no universitaria más recientemente, aplican procedimientos
ya superados en Aragón por los problemas que suscitaba su
aplicación. Por contra, se detectan sistemas más depurados
en las Comunidades que asumieron las competencias hace
mucho tiempo que, igual que se ha hecho este año en nues-
tra Comunidad, celebran el sorteo antes del proceso de bare-
mación participando en el mismo todas las solicitudes.

En Cataluña, se celebra un único sorteo público para toda
la Comunidad Autónoma en cada nivel educativo. Una vez
recibidas las instancias se ordenan alfabéticamente y se les
asigna un número correlativo. «A fin de que el sorteo sea
operativo y razonablemente equiprobable se utiliza el si-
guiente procedimiento: De una bolsa con las cifras del 0 al
9 se hacen extracciones consecutivas, reintroduciendo la bo-
la después de cada extracción. Así se obtienen las cifras pri-
mera, segunda, hasta la novena de un número entre el 000
000 000 hasta el 999 999 999. Este número se divide por el
número total de solicitudes y se obtiene el cociente y el res-
to. Se toma como resultado del sorteo el número siguiente al
resto de la división». Cuando tras la baremación de las soli-
citudes se producen situaciones en las que el desempate se ha
de decidir por sorteo, se dirimen esos empates teniendo en
cuenta la posición de los alumnos en esa ordenación general
de todos los alumnos de la Comunidad Autónoma. 

En otras Comunidades se celebra un sorteo público en
cada Centro escolar, lo que simplifica bastante el proceso.

En esencia es el sistema que ha seguido la Administración
educativa aragonesa en el último procedimiento de admisión,
mas en lugar de un sorteo alfabético lo realizan numérico. Es
decir, en otras Comunidades Autónomas, antes del proceso
de baremación y con las solicitudes presentadas en cada
Centro, se procede de la siguiente forma:

— Terminado el plazo de presentación de instancias, en
cada Centro docente se ordenan sus solicitantes alfabética-
mente y se adjudica un número a cada solicitud. 

— Entre todos los números adjudicados, en cada Centro
se extrae uno al azar.

— Se ordenan todas las solicitudes del Centro en cues-
tión a partir del número resultante del sorteo. 

En alguna Comunidad se matiza aún más y, a partir del
número extraído, se sigue un orden ascendente o descenden-
te en función del resultado aleatorio de un segundo sorteo en-
tre esos dos ítems. Este sistema de determinar por insacula-
ción un número y la tendencia ascendente o descendente es
el adoptado por la Comunidad andaluza.

No obstante, pese a su complejidad, se advierte que el
sistema seguido en Cataluña, de sorteo único para todos los
alumnos de la Comunidad Autónoma, permitiría que las Co-
misiones de Escolarización iniciasen la adjudicación de
puestos escolares a los alumnos excluidos del Centro elegido
en primera opción sin necesidad de realizar nuevos sorteos y,
además, evitaría algunos problemas suscitados con el actual
sistema, tales como los planteados en diversas quejas que se
exponen a continuación. 

Así, en el expediente DI-967/2004-8 se alude al proble-
ma de escolarización de una niña que salió como admitida en
las listas definitivas del Centro elegido, mas tres días des-
pués de ser matriculada en el citado Centro, la familia recibe
una llamada de la Dirección del Colegio comunicando que se
va a proceder a invalidar su matrícula ya que se ha concedi-
do la plaza por error. De conformidad con lo expuesto en la
queja, la Presidenta de la Comisión de Escolarización había
manifestado que el error se produjo al no haber aplicado el
orden de prelación del sorteo efectuado en el propio Colegio
sino el derivado del sorteo efectuado por la Comisión de Es-
colarización. 

La realización de un único sorteo también evitaría los
errores que pueden cometerse al efectuar los sorteos en cada
Centro, como el que este año se ha presentado en un Colegio
concertado de Zaragoza (Expte. DI-868/2004-8). En este
Centro, la falta de constancia de la reposición de la primera
bola extraída (correspondiente a la letra P) antes de proceder
a la extracción de la segunda, motivó que, según el escrito de
queja, siguiendo «instrucciones de la Dirección Provincial,
se procediera días después a la repetición del sorteo, pero
solamente de la segunda letra», con el consiguiente desa-
cuerdo por la realización de este segundo «medio sorteo» de
las familias de alumnos desfavorecidos por el resultado del
mismo. También se ha recibido una queja por la utilización
de letras en relieve en el sorteo celebrado en otro Centro con-
certado de Zaragoza (Expte. DI-738/2004-8).

Con la finalidad de evitar en la medida de lo posible la
comisión de errores en la realización de un sorteo cuyas ca-
racterísticas no parecen revestir una especial dificultad, en el
supuesto de que la Administración educativa optase por la
celebración de un sorteo en cada Centro docente, con objeto
de extremar la atención de los responsables de su realización,
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se podría estudiar la posibilidad de adoptar algún tipo de me-
dida hacia los Centros que incurran en algún tipo de irregu-
laridad en la celebración del sorteo.

4.7.3. APELLIDOS COMPUESTOS

En el último procedimiento de admisión de alumnos en
Centros sostenidos con fondos públicos, tras la extracción de
dos letras al azar, se procedió a la ordenación alfabética por
apellidos de los alumnos a partir de esas dos letras, ordena-
ción que ha sido objeto de queja ante esta Institución debido
a que la Orden de 15 de abril de 2004 nada especificaba so-
bre el tratamiento de los apellidos compuestos.

A la vista de esta omisión, con fecha 14 de mayo de 2004,
ya iniciado el procedimiento, el Departamento de Educación,
Cultura y Deporte de la DGA remitió una comunicación
interna, vía correo electrónico, en la que se indica que los
alumnos que participen en el proceso de admisión y tengan
un apellido compuesto, siempre que el apellido empiece por
preposición o artículo, la parte del apellido que no sea pre-
posición o artículo se colocará en primer lugar. De confor-
midad con lo manifestado por el presentador de una queja so-
bre el particular, el Departamento se basó en una Resolución
de la Secretaría de Estado para al Administración Pública,
por la que se establecen y modifican determinados modelos
registrales y se dictan instrucciones sobre anotación en el
Registro Central de Personal. El apartado 1 del Anexo III de
esta Resolución dispone que las preposiciones y artículos
que preceden a los apellidos en español, se posponen.

Pueden ser razones suficientes para revisar de cara al fu-
turo esta forma de proceder el hecho de que esta comunica-
ción se base en una Resolución dirigida al Registro Central
de Personal de la Administración Pública, en el que no cabe
incluir al alumnado, así como que todos los documentos ofi-
ciales que hacen referencia a un menor (certificado de naci-
miento, libro de familia, certificado de empadronamiento,
etc.) reflejen los apellidos compuestos tal como se utilizan
verbalmente, sin posponer artículos ni preposiciones.

En cualquier caso, si se ha de efectuar algún tipo de orde-
nación alfabética en próximos procedimientos de admisión,
estimamos que sería conveniente que la Orden de convocato-
ria del proceso especificara el tratamiento que se ha de dar a
los apellidos compuestos al ordenarlos alfabéticamente.

4.8. INCORPORACIÓN DE CRITERIOS AL BAREMO

Insistiendo en la necesidad de que en el proceso de admi-
sión se valoren aspectos que no se tienen en cuenta en la ac-
tualidad, logrando además con ello reducir el número de
alumnos solicitantes de un Centro que quedan empatados a
puntos tras la aplicación del baremo y cuya admisión depen-
de del resultado del sorteo público, apuntamos la convenien-
cia de estudiar una posible ampliación de los criterios com-
plementarios del baremo, tal como se ha hecho en otras
Comunidades.

Así, en la Comunidad Valenciana se tiene en cuenta la si-
tuación laboral de los padres y se otorga 1.5 puntos cuando
los padres estén desempleados. Idéntica puntuación obtienen
las familias valencianas cuando los padres sean trabajadores
en activo o, en el caso de familia monoparental, cuando el
padre o la madre sea trabajador en activo. En algún expe-

diente tramitado en nuestra Institución, la presentadora de la
queja solicitaba que la Administración educativa aragonesa
adoptase alguna medida en este sentido y concediera algún
punto en el supuesto de que la madre estuviera en situación
laboral activa. 

Una cuestión ya tratada en anteriores ocasiones, y que se
ha vuelto a plantear en el último procedimiento de admisión,
es la posible adopción de medidas de discriminación positi-
va en el caso de personas que desempeñen su trabajo, ya sea
como docentes o como PAS, en un determinado Centro do-
cente público o privado concertado, facilitando que sus hijos
resultaran admitidos en el mismo en aras de una mejor con-
ciliación de la vida laboral y familiar. 

Cuando se está tratando de potenciar la instalación de jar-
dines de infancia y guarderías en empresas y organismos ad-
ministrativos con la finalidad de que los hijos de los trabaja-
dores puedan estar adecuadamente atendidos en su mismo
lugar de trabajo (debido, al parecer, a que ello mejora el ren-
dimiento de los trabajadores) resulta sorprendente que en el
ámbito educativo, en el que ya existen tales centros, no se po-
tencie el que los hijos de sus trabajadores puedan acceder al
Colegio en el que ejercen sus padres. 

A título informativo citaremos que alguna Comunidad ya
ha introducido nuevos conceptos en el baremo con la finali-
dad apuntada y, por ejemplo, en Navarra otorgan un punto a
los hijos de trabajadores del Centro y otro punto a «familia-
res hasta tercer grado de personas integrantes de la comu-
nidad religiosa titular del centro que sean también trabaja-
dores del mismo centro». Asimismo, en esta Comunidad
valoran vinculaciones familiares con el Centro solicitado,
concediendo un punto a «hijos e hijas de antiguos alumnos
del centro escolar».

En Baleares, Canarias, Cantabria, Castilla-León, Madrid,
Murcia, La Rioja, Valencia, Ceuta y Melilla se mantiene
como criterio complementario del baremo el que señalaba la
normativa estatal: «Cualquier otra circunstancia libremente
apreciada por el órgano competente del centro de acuerdo
con criterios objetivos que deberán ser hechos públicos por
los centros con anterioridad al inicio del proceso de admi-
sión». 

Este criterio establecido en el Real Decreto 366/1997, fue
modificado posteriormente por Orden del MEC de 26 de
mayo de 1997, que en su apartado 5 f) en lugar de libremen-
te apreciada exige que la circunstancia sea relevante e impo-
ne que sea justificadamente apreciada. Tras el traspaso de
competencias en materia de enseñanza no universitaria a
nuestra Comunidad Autónoma, habida cuenta de los proble-
mas que suscitaban las distintas circunstancias relevantes por
las que los Consejos Escolares decidían otorgar un punto, el
artículo segundo de la Orden de 14 de marzo de 2000, del
Departamento de Educación y Ciencia, puntualizaba que,
con carácter previo a su preceptiva exposición en el tablón de
anuncios del Centro, se diera traslado a los Servicios Provin-
ciales correspondientes de los criterios de carácter objetivo
que el Centro utilizaría para la adjudicación del punto com-
plementario. Las instrucciones reguladoras del proceso de
admisión dictadas por el Servicio Provincial de Educación,
firmadas por el Director Provincial con fecha 3 de abril de
2000, matizaban que ello se haría «para su supervisión».
Finalmente, este criterio del «punto complementario» fue su-
primido del baremo en nuestra Comunidad Autónoma.
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No obstante, en diversos escritos de queja presentados en
esta Institución se solicita que se reconsidere la concesión de
este punto complementario a aquellos alumnos que cursan la
Educación Infantil en Centros que no imparten Educación
Primaria y que, por consiguiente, se ven imposibilitados para
continuar sus estudios en el mismo Centro. 

En el último procedimiento de admisión en centros sos-
tenidos con fondos públicos se ha repetido el caso de alum-
nos de un Centro que, en su momento, por traslado laboral
del padre o como consecuencia de una separación matrimo-
nial, se vieron obligados a abandonar su ciudad y trasladarse
a otra y, a su regreso, solamente un año después en algún
caso, no han podido matricularse en el mismo Centro que de-
jaron por el traslado familiar, pese a que se encontraran per-
fectamente adaptados al mismo y tuvieran allí a sus amigos.
A nuestro juicio, el baremo de admisión debería otorgar pun-
tuación por situaciones como ésta y valorar que el solicitan-
te de puesto escolar ya hubiera cursado estudios con anterio-
ridad en el Centro que, por circunstancias familiares, tuvo
que abandonar.

5. ANTICIPACIÓN DEL CALENDARIO DE DESA-
RROLLO DEL PROCESO

La Orden de 15 de abril de 2004, del Departamento de
Educación, Cultura y Deporte, establece las siguientes fe-
chas y plazos para la realización del último procedimiento de
admisión, similares a lo dispuesto al respecto en anteriores
convocatorias:

Por otra parte, hemos advertido que, en el mes de sep-
tiembre, la tramitación de los recursos pendientes de resolver
sobre solicitudes en periodo ordinario ha coincidido con las
adjudicaciones de puestos escolares a las cada vez más nu-
merosas solicitudes que se presentan fuera de plazo. Estima-
mos más conveniente que haya tiempo suficiente para que se
resuelvan todos los recursos relativos al proceso ordinario de
admisión con anterioridad a que la Comisión de Escolariza-
ción adjudique plaza a las instancias que se presentan poste-
riormente «fuera de plazo», bien por traslado o bien por al-
guna circunstancia excepcional. 

En este sentido, algunas Comunidades del Estado han an-
ticipado el calendario del proceso de admisión de alumnos.
Así, en Navarra fijaron el plazo de presentación de solicitu-
des para Infantil y Primaria desde el 26 de febrero al 5 de
marzo de 2004. A nuestro juicio, el Departamento de Educa-
ción, Cultura y Deporte debería estudiar la conveniencia de
adelantar las fechas en que se ha de desarrollar el proceso de
admisión a fin de disponer de tiempo suficiente para dictar
resolución expresa en todos los procedimientos de reclama-
ción y notificarla a las familias antes del comienzo del curso
académico. 

5.1. PUBLICACIÓN DE LA NORMATIVA CON SUFICIENTE ANTE-
LACIÓN

La Orden de 15 de abril de 2004 fue publicada en el BOA
el día 28 de abril de 2004, fecha muy próxima al inicio del
procedimiento de admisión de alumnos en Centros sosteni-
dos con fondos públicos habida cuenta de que la primera fase
del calendario de desarrollo del proceso establecido en la
mencionada Orden se había de realizar antes del 3 de mayo. 

Aun cuando la citada Orden es ejecutiva desde el momen-
to de su publicación, el hecho de desconocer la regulación del
proceso correspondiente al próximo curso académico en fe-
chas ya muy cercanas al inicio del plazo de presentación de
solicitudes que, según había aparecido en los medios de co-
municación, comenzaría el día 3 de mayo, ha provocado in-
quietud en los ciudadanos afectados. Hemos de hacer notar
que, algunas personas que iban a participar en el procedi-
miento de aplicación para el curso 2004/2005 se han dirigido
por teléfono a esta Institución interesándose por la normativa
cuando todavía no se había publicado. Esta incertidumbre se
podría evitar difundiendo la correspondiente Orden de con-
vocatoria con mayor antelación respecto del inicio del proce-
dimiento, lo que además aumentaría la seguridad jurídica.

6. PROCEDIMIENTO EN LAS COMISIONES DE ES-
COLARIZACIÓN

Esta Institución ha podido detectar, en sucesivas quejas
que se han venido presentando relativas al proceso de admi-
sión de alumnos en Centros sostenidos con fondos públicos,
la desinformación de las familias con respecto a los criterios
por los que se rigen las Comisiones de Escolarización para la
adjudicación de plazas vacantes a los alumnos que resultan
excluidos en los Centros elegidos como primera opción. En
algún caso, la solicitud de conocer el procedimiento interno
según el cual se adjudican las plazas ha obtenido una res-
puesta negativa por parte de la Comisión de Escolarización
(Expte. DI-967/2004-8). Asimismo, los presentadores de al-
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CALENDARIO DE DESARROLLO DEL PROCESO 
DE ADMISIÓN DE ALUMNOS. CURSO 2004/2005 

 
FASES FECHAS 

1. Determinación de plazas vacantes antes del 3 de mayo 
2. Presentación de solicitudes del 3 al 17 de mayo 
3. Remisión a los Servicios Provinciales 18 de mayo 
4. Realización del sorteo 19 de mayo 
5. Baremación por los Consejos Escolares del 19 al 21 de mayo 
6. Publicación de Listas Provisionales 24 de mayo 
7. Presentación de reclamaciones  del 25 al 27 de mayo 
8. Resolución de reclamaciones del 27 al 28 de mayo 
9. Publicación de Listas Definitivas de admitidos 28 de mayo 
10. Remisión al Servicio Provincial de las listas defini-

tivas de alumnos admitidos 
28 de mayo 

11. Adjudicación de vacantes por parte de las Comisio-
nes de Escolarización 

del 31 de mayo al 16 de junio

12. Exposición en tablones de anuncios de los Centros 
de las vacantes adjudicadas  

16 de junio 

En cuanto a estas fechas establecidas en la normativa de
nuestra Comunidad Autónoma para la realización del proce-
so de admisión de alumnos en Centros sostenidos con fondos
públicos, estimamos que se deberían adelantar ya que la ins-
trucción de los expedientes de queja presentados en años an-
teriores nos ha permitido constatar que, en ocasiones, los re-
cursos presentados por las familias se resuelven en fechas
muy próximas al inicio del curso escolar o incluso, en casos
de reiteradas reclamaciones por parte de alguna familia, ya
comenzado éste. A este respecto debemos hacer notar que la
adquisición de libros y todo tipo de material escolar para un
determinado Centro, dificultaría e incluso podría hacer irre-
versible la situación aun cuando se estimara el recurso inter-
puesto. El que todo el proceso estuviera acabado antes de las
vacaciones de verano disminuiría la inseguridad y angustia
de las familias. 



gunas quejas muestran su desconcierto por determinadas ac-
tuaciones de estas Comisiones, tales como:

— Adjudicación de un Colegio Público a familias que
habían consignado en las 7 opciones de su instancia Centros
concertados, teniendo constancia de que en su misma zona la
Comisión de Escolarización asigna un Centro concertado a
una familia que se decantaba por Colegios Públicos.

— En una determinada zona, adjudicación a una familia
de un Centro no consignado en la instancia de admisión y de-
negación de ese mismo Colegio a una familia que sí lo había
solicitado.

Así como el Decreto 135/2002 indica detalladamente los
criterios y baremo que se han de aplicar en el supuesto de
que en un Centro no existan plazas suficientes para atender
todas las peticiones de ingreso, procedimiento perfectamen-
te regulado que llevan a cabo los Consejos Escolares y al que
se da la necesaria publicidad, no sucede lo mismo con el pro-
ceso que han de realizar las Comisiones de Escolarización
para adjudicar plaza al conjunto de peticiones excluidas de
todos los Centros, proceso para cuyo desarrollo no se esta-
blecen en el Decreto unos criterios objetivos que posibiliten
priorizar las solicitudes. 

Tampoco las sucesivas Órdenes del Departamento de
Educación y Ciencia, por las que se desarrolla el procedi-
miento de admisión de alumnos en Centros sostenidos con
fondos públicos, determinan esos criterios de adjudicación
de plazas por parte de las Comisiones de Escolarización. Así,
el artículo 18 de la Orden de 15 de abril de 2004, en relación
con el procedimiento en las Comisiones de Escolarización,
solamente dispone lo siguiente:

«1. Recibidos los expedientes de solicitud correspon-
dientes, las Comisiones de Escolarización procederán a ad-
judicar las plazas vacantes.

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 7 puntos
4 y 5 del Decreto por el que se regula la admisión de alum-
nos en los centros sostenidos con fondos públicos, en los cen-
tros de Educación Secundaria se adjudicarían también las
vacantes que resulten como consecuencia de que algún
alumno con derecho a reserva obtenga plaza en otro centro.

3. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el
Presidente de la Comisión de Escolarización de cada zona
convocará a los representantes de los órganos responsables,
de la admisión de alumnos de todos los centros de Educa-
ción Secundaria, a fin de determinar las nuevas vacantes re-
sultantes de ese proceso en cada uno de ellos.

4. Los Presidentes de las Comisiones de Escolarización
coordinarán la comunicación a los centros de Educación
Secundaria, de las vacantes que se produzcan en los mismo,
cuando alumnos con reserva en ellos por adscripción hayan
obtenido nueva plaza en otro centro de Educación Secun-
daria incluido en el ámbito territorial de una Comisión de
Escolarización diferente de procedencia.

5. En cualquier caso, los centros deberán hacer pública
la adjudicación de las nuevas vacantes que se cubran.»

Con respecto a esa adjudicación de vacantes la normati-
va estatal de aplicación hasta la publicación del Decreto
135/2002, reflejada en el Real Decreto 366/1997, de 14 de
marzo, por el que se regula el régimen de elección de Centro
educativo, dispone en su artículo 13 que las Comisiones de
Escolarización se ocuparán de «gestionar la escolarización
de los alumnos que no hayan obtenido plaza en el centro so-

licitado. En este supuesto, las Comisiones de Escolarización
pondrán de manifiesto a los padres o tutores o a los alum-
nos, si son mayores de edad, la relación de los centros con
plazas vacantes para que opten por alguna de ellas». Es evi-
dente que actuar de esta manera resulta inviable si el núme-
ro de plazas que se han de adjudicar es elevado.

Si circunscribimos el problema a Zaragoza, el número de
alumnos que resultan excluidos de los Centros elegidos co-
mo primera opción en los últimos años es lo suficientemen-
te elevado como para hacer públicos los criterios objetivos de
adjudicación de vacantes que, para una mejor defensa de los
derechos de las familias afectadas, deben ser conocidos por
los participantes con anterioridad al inicio del proceso. Sin
embargo, hemos constatado que no se da publicidad alguna
a los criterios que adopta la Comisión de Escolarización para
la adjudicación de plazas a aquellos niños que han quedado
excluidos del Centro elegido como primera opción. A nues-
tro juicio, se deben establecer unos límites concretos a la dis-
crecionalidad, fijando unos criterios objetivos y verificables
a fin de que se pueda comprobar si la actuación de la Co-
misión de Escolarización se ha ajustado a ese cauce estable-
cido. Los principios constitucionales de seguridad jurídica y
motivación de los actos administrativos así parecen imponer-
lo al facilitarse con ello el control del ejercicio de estas fa-
cultades discrecionales.

6.1. CRITERIOS PARA LA ADJUDICACIÓN DE VACANTES

En la asignación de plazas por parte de la Comisión de
Escolarización es preciso actuar de la forma más equitativa
posible, de manera que todos los niños afectados, tanto los
favorecidos por posibles sorteos como los que no lo hayan
sido, tengan oportunidad de optar a alguno de los Centros
consignados en sus instancias de solicitud. En este sentido,
estimamos que la Comisión debe tratar de asignar puesto es-
colar considerando solamente los Centros elegidos como se-
gunda opción de todas las solicitudes antes de pasar a exami-
nar las terceras opciones de cualquiera de ellas. Si no se
hiciera así, y se adjudicara plaza teniendo en cuenta todas las
opciones de una instancia antes de pasar a la siguiente, el pro-
cedimiento perjudicaría notablemente a los niños cuyas ins-
tancias se examinaran al final del proceso. A este respecto,
hemos de tener en cuenta que la instancia de solicitud de ad-
misión en centros docentes sostenidos con fondos públicos
exige que los Centros consignados en la misma se soliciten
«por orden de prioridad», lo que hace presuponer que la pre-
lación establecida en la instancias se tomará en consideración
en todos los casos, de tal manera que antes de adjudicar un
Centro elegido en tercera opción, se han tenido que revisar y,
en su caso adjudicar, los Centros reflejados como segunda
opción en todas las instancias pendientes de adjudicación. 

El principio de igualdad, que ha de regir cualquier proce-
so de selección exige dispensar un mismo tratamiento a to-
dos los participantes en el mismo. Por ello, se debe tratar de
que incida lo menos posible en el procedimiento esa ventaja
que el azar otorga a las primeras solicitudes examinadas
frente a las últimas. Además, si la asignación de plazas se re-
alizara considerando todas las opciones de una instancia an-
tes de pasar a la siguiente, tendría escasa repercusión la difí-
cil decisión de las familias de consignar antes o después uno
u otro centro docente valorando posibilidades de admisión y
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características de los finalmente elegidos «por orden de
prioridad», tal como indica la instancia. Prioridad que, por
consiguiente, tiene que ser respetada por la Comisión de
Escolarización para todas las instancias por igual.

Las funciones de la Comisión de Escolarización que con-
templa la normativa vigente y, más concretamente, la relati-
va a la adjudicación de plazas es tan genérica que difícil-
mente puede considerarse algo más que la asignación de una
competencia. No hay en la normativa la suficiente precisión
sobre cómo ha de actuar en ese proceso de adjudicación de
plazas, ni se exige dar publicidad a los criterios adoptados
para realizar efectivamente las adjudicaciones. 

En cuanto a la notificación del resultado de las adjudica-
ciones, ésta se realiza de forma fragmentada, mediante la ex-
posición de las plazas asignadas en los tablones de anuncios
de los Centros donde cada alumno presentó su instancia de ad-
misión. No tenemos constancia de que la Administración edu-
cativa haga público un listado único con todas las adjudica-
ciones de las Comisiones de Escolarización, particularmente
en el caso de Zaragoza, ciudad en la que el número de alum-
nos excluidos del centro elegido es bastante considerable.

Debemos tomar en consideración que es muy habitual la
comisión de errores en tareas de tipo burocrático y más si el
número de documentos a manejar es elevado. Por ello, sin
presuponer en modo alguno mala fe en la actuación de las
Comisiones de Escolarización, constatamos que cualquier
error de tipo administrativo que se pudiera cometer en estas
adjudicaciones resulta indetectable. Todo ello dificulta la pre-
sentación de alegaciones ante cualquier posible reclamación
sobre la actuación de estas Comisiones de Escolarización. 

El conocimiento de los criterios objetivos de asignación
de plazas por parte de las Comisiones de Escolarización y la
publicación adicional de un listado único con todas las adju-
dicaciones de cada localidad contribuiría a hacer más trans-
parente el procedimiento, evitaría las dudas y confusiones
actuales sobre el proceso y ofrecería mayores garantías.

7. LIBERTAD DE ELECCIÓN DE CENTRO

El principio de elección de centro educativo no puede
configurarse como un derecho absoluto ya que existen unos
criterios mediante los que se determina el orden de prioridad
en el proceso de admisión de alumnos en centros sostenidos
con fondos públicos, cuando el número de alumnos solici-
tantes excede al de las plazas vacantes que el centro ofrece.
Esos criterios vienen impuestos por los artículos 20.2 y 53 de
la LODE. Concretamente, el artículo 20.2 de esta Ley esta-
blece que la admisión en centros públicos, también de apli-
cación a los centros privados concertados, «cuando no exis-
tan plazas suficientes, se regirán por los siguientes criterios
prioritarios: rentas anuales de la unidad familiar, proximi-
dad del domicilio y existencia de hermanos matriculados en
el Centro», añadiendo que en ningún caso habrá discrimina-
ción en la admisión de alumnos por razones ideológicas, re-
ligiosas, morales, sociales, de raza o nacimiento.

La entrada en vigor de la LODE y su ulterior desarrollo
normativo en materia de admisión de alumnos suscitó polé-
mica, interponiéndose diversos recursos que alegaban una
presunta inconstitucionalidad de la citada Ley. Sin embargo,
los Tribunales de Justicia se pronunciaron a favor de sus
planteamientos basando su argumentación en Fundamentos

de Derecho de los que se extractan a continuación algunos
que hacen referencia al tema que nos ocupa. Así la Sentencia
de la Sala 3.ª del Tribunal Supremo de 8 de julio de 1986 ex-
pone lo siguiente:

«SEGUNDO.—El derecho a la educación configurado
en el art. 27 CE, implica el correlativo a disponer de la pla-
za escolar en un centro educativo, como soporte físico e ins-
trumental que permite recibir la enseñanza adecuada. Tal
derecho en esta su modalidad primaria del “acceso” estuvo
regulado en el art. 35 (pfo. 2.º) LO 5/1980 de 19 junio (Esta-
tuto de Centros escolares), sustancialmente coincidente con
el art. 20.2 Ley orgánica del derecho a la educación, cono-
cida coloquialmente por la LODE, que lleva el núm. 8/1985
y fue sancionada el 3 julio.

La admisión de los alumnos en los centros públicos,
cuando no existan plazas suficientes, dice literalmente la
norma en cuestión, se regirá por lo siguientes criterios prio-
ritarios: rentas anuales de la unidad familiar, proximidad del
domicilio y existencia de hermanos matriculados en el cen-
tro. Esta regulación se ajusta en un todo a nuestra Ley de le-
yes según explícitamente declara la STC 27 junio 1985 que
dictó en el recurso previo de inconstitucionalidad contra la
LODE. Allí se establece que el sistema arbitrado en el art.
20.2 para realizar la selección de los aspirantes en caso de
insuficiencia de plazas en un determinado ámbito territorial,
no contradice el mandato constitucional del art. 27. El dere-
cho a la educación no puede comprender la adscripción o
destino forzoso de los alumnos a centros determinados,
cuando existe en ellos imposibilidad material de atenderlos
adecuadamente.

La concurrencia de peticiones cuyo número exceda al de
puestos disponibles ha de obtener una solución racional, ob-
jetiva y general, solución que en algún modo es convencional
y puede resultar discutible, pero que precisamente por aque-
llas características impide un tratamiento arbitrario, subjeti-
vo, “intuitu personae” y heterogéneo, según el momento, el
lugar y la mentalidad de cada Consejo directivo. Tal unifor-
midad de criterio cumple con el principio de igualdad consa-
grado en el art. 14 CE y evita cualquier discriminación.

TERCERO.— El grupo normativo que configura esta fa-
ceta específica del derecho a la educación arranca, según
hemos visto, del art. 27 CE y encuentra su desarrollo en una
norma con rango de orgánica, el art. 20 L8/1985 de tal ca-
rácter, cuya adecuación constitucional es indiscutible en el
sentido estricto de la expresión por el talante imperativo de
la jurisprudencia constitucional».

El Tribunal Supremo también se pronunció en el sentido
de que «hay que establecer, necesariamente unos criterios de
aprovechamiento racional, lógico y adecuado de las plazas
existentes, con el menor quebranto posible para los adminis-
trados, lo cual no supone en absoluto una conculcación de
los derechos fundamentales» (Sentencia de 10 de noviembre
de 1987).

Si bien es cierto que la Administración educativa tiene la
obligación legal de garantizar un puesto escolar gratuito en
niveles obligatorios de enseñanza, la normativa de aplicación
vigente no exige la adjudicación de una plaza en el centro
elegido como primera opción, sin que por ello se advierta
una vulneración de derechos fundamentales a tenor de lo ex-
puesto anteriormente. Cuestión distinta es que tampoco se
adjudique plaza en ninguno de los otros seis Centros que las
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familias consignan en sus instancias de admisión, situación
que ha sido objeto de diversas quejas ante esta Institución a
lo largo de estos últimos años.

En todos estos casos, las quejas fueron admitidas a trámi-
te en base a dos circunstancias que esta Institución estima de-
ben ser tomadas en consideración: el interés superior del me-
nor y el facilitar la conciliación de la vida familiar y laboral.

7.1. INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR

Esta Institución sostiene, y así lo ha puesto de manifies-
to repetidamente, que en situaciones de conflicto aquello que
más beneficie a los menores debe prevalecer sobre cualquier
otro interés concurrente. Así lo expresa la Declaración de
Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959, cuyo segundo
principio indica que en caso de conflicto «la consideración
fundamental a que se atenderá será el interés superior del
niño». 

En el mismo sentido la Convención de Naciones Unidas
de 20 de noviembre de 1.989 sobre Derechos del Niño esta-
blece en el art. 3 que en todas las medidas concernientes a los
niños que adopten las instituciones públicas o las autoridades
administrativas o los órganos legislativos una consideración
primordial a la que se atenderá será al interés superior del
menor. Estas normas son de aplicación directa por mandato
constitucional, habida cuenta de que el art. 39.4 de la Consti-
tución Española establece que «los niños gozaran de los de-
rechos recogidos en los acuerdos internacionales que velan
por sus derechos».

Por su parte, la Ley 12/2001, de 2 de julio, de la Infancia
y la Adolescencia en Aragón, dispone en su artículo 3.3 que
las acciones que se promuevan en la Comunidad Autónoma
de Aragón para la atención de la infancia y la adolescencia,
y en garantía del ejercicio pleno de sus derechos, deberán
responder a la prevalencia del interés superior de los meno-
res sobre cualquier otro interés legítimo concurrente. 

Por ello propugnamos y estamos de acuerdo con la Ad-
ministración cuando en interés del menor interpreta la norma
de una forma flexible, haciendo que prevalezca en situacio-
nes concretas la admisión de un niño, que en caso contrario
se vería desplazado a un Centro alejado de su domicilio,
frente a una rígida aplicación del número máximo de alum-
nos por aula.

7.2. CONCILIACIÓN DE LA VIDA FAMILIAR Y LABORAL

La progresiva incorporación de la mujer al mercado labo-
ral conlleva la necesidad de adecuar la oferta educativa con
objeto de evitar, en la medida de lo posible, desplazamientos
innecesarios al Centro educativo en el que se escolaricen los
hijos. A este respecto, debemos tomar en consideración que
ya en el año 1992, el Consejo de la Unión Europea aprobó
una recomendación solicitando a los Estados miembros que
adoptasen y fomentasen de manera progresiva iniciativas que
posibilitaran la conciliación de responsabilidades profesio-
nales, familiares y de índole educativa derivadas del cuidado
de los hijos. 

Son muchos los padres que se ven obligados a hacer
compatibles su horario laboral y el horario escolar de sus hi-
jos. Hemos de ser conscientes de que la cercanía del centro
escolar al domicilio facilita esa compatibilidad, especialmen-

te en el caso en que ambos progenitores trabajen fuera del
hogar. En este sentido, como ya ha señalado esta Institución
en diversas resoluciones, si en Aragón se pretende aumentar
el índice de natalidad y favorecer la incorporación de la mu-
jer al mundo laboral es necesario simplificar las tareas deri-
vadas de la educación de los hijos, entre ellas, acortar al má-
ximo los desplazamientos al centro educativo cuando, por
razón de su edad, los menores han de efectuar tales despla-
zamientos acompañados de un adulto.

Por ello estimamos que es conveniente la adjudicación de
centros docentes próximos al domicilio y, en su caso, tener
en cuenta para la adjudicación de plazas la existencia o no de
servicios complementarios en el Centro docente, tales como
comedor escolar, servicios que en muchos casos resultan
imprescindibles para la organización familiar, independien-
temente de la cercanía del Colegio asignado al domicilio
alegado. 

Las políticas de igualdad de oportunidades entre mujeres
y hombres requieren que se favorezcan medidas para la con-
ciliación de la vida familiar y laboral. El modelo de familia
igualitaria, en el que los dos miembros de la pareja trabajan
fuera del hogar, exige una adecuación de los servicios educa-
tivos que se presten a las necesidades reales de los ciudada-
nos con la finalidad de que las personas con responsabilida-
des familiares puedan desempeñar sus tareas profesionales,
compatibilizando ambas sin conflicto. 

En resumen, si queremos que nuestras mujeres trabajen
debemos darles facilidades en la escolarización de sus hijos,
tratando de evitarles la pérdida de tiempo que supone tener
que hacer desplazamientos por la ciudad cuando existen cen-
tros escolares en las proximidades de su domicilio.

8. NECESIDADES DE ESCOLARIZACIÓN

En la mayoría de los países europeos, se está producien-
do un incremento de la demanda en los dos extremos del sis-
tema educativo: Por una parte, los alumnos prolongan cada
vez más su permanencia en las aulas; y por otra, se está ge-
neralizando la Educación Infantil debido a que se considera
que las experiencias de la primera infancia influyen de ma-
nera determinante tanto en el desarrollo personal como en la
integración social. Hemos de ser conscientes de que estas
tendencias exigen una mayor aportación de recursos de di-
versa naturaleza que se deberán utilizar y distribuir del modo
más eficaz posible.

Centrándonos en los primeros años del sistema educati-
vo, entre 1998 y 2000, el aumento del número de niños de
hasta 4 años de edad escolarizados en Educación Infantil fue
superior al incremento de la población en ese rango de edad,
lo que supone un crecimiento de la demanda de plazas en ese
nivel educativo. Además, las previsiones para la población de
hasta 4 años tanto de la Oficina Estadística para la Comuni-
dades Europeas, Eurostat, como del Instituto Nacional de
Estadística, INE, señalan para España un aumento de este
grupo de edad hasta el año 2010, por lo que si la demanda de
educación sigue creciendo a un ritmo superior al incremento
poblacional, que es el patrón evolutivo entre 1998 y 2000 y
la tendencia que se ha señalado anteriormente, es previsible
que las necesidades de puestos escolares aumenten en un fu-
turo próximo. 
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8.1. SATURACIÓN DE ALGUNAS ZONAS

En primer lugar, debemos reconocer y destacar que todos
los niños de nuestra Comunidad tienen plaza escolar. Es un
logro que ningún niño, nacional ni extranjero, esté sin esco-
larizar, algo que no es fácil habida cuenta de las dificultades
que entraña prever la evolución de la población inmigrante,
cuyo trabajo en muchos casos es temporal y su arraigo a un
lugar muy tenue. En la actualidad, en Aragón, lo que se per-
cibe desde esta Institución es que cada vez hay más zonas de
nuestra Comunidad, especialmente en las ciudades más po-
bladas, en las que faltan plazas escolares. Son diversos los
factores que han podido influir en el desarrollo de esos desa-
justes entre la oferta y la demanda de puestos escolares, sien-
do la continua llegada de inmigrantes uno de los que tienen
mayor incidencia. Mas no debemos olvidar que el aumento
de población joven experimentado en determinadas zonas de
más reciente urbanización no ha ido acompañado de un cre-
cimiento equivalente de la oferta educativa. 

Así, en la zona 2 de Zaragoza, que abarca una parte del
cinturón urbano que ha experimentado una importante ex-
pansión urbanística en los últimos años (Santa Isabel, Move-
ra, Peñaflor, etc.), en el último proceso se ofertaron inicial-
mente 520 plazas y se presentaron 668 solicitudes. La pronta
adopción de medidas excepcionales por parte de los Servicios
Provinciales ha permitido paliar ese problema de falta de pla-
zas en esta y otras zonas saturadas. Sin embargo, estimamos
que se deben realizar actuaciones con carácter urgente a fin
de evitar determinadas actuaciones provisionales como la ins-
talación de aulas prefabricadas en algunos centros.

Una de las zonas en las que ha sido preciso elevar más las
ratios es la zona 5 de Zaragoza, en la que solicitaron plaza un
número de alumnos superior a los que nacieron en la misma.
Ello es debido a que el centro de la ciudad, en el que trabaja
un elevado número de personas, está incluido en esa zona 5
y, habida cuenta de que se puede alegar igualmente el domi-
cilio laboral de cualquiera de los progenitores, muchos niños
de otros barrios son escolarizados en esa zona en las mismas
condiciones que pueden hacerlo los residentes, con el consi-
guiente perjuicio para éstos con respecto a los habitantes de
otras zonas que no sufren este problema.

El aumento de la oferta inicial de plazas por aula para ni-
ños de 3 años, basada en la normativa autonómica que esta-
blece 20 alumnos por unidad escolar, y la apertura de unida-
des en algunos Centros, ha permitido satisfacer la demanda
de escolarización en este nivel educativo. En Zaragoza capi-
tal, el siguiente cuadro refleja, globalmente por zonas, las ci-
fras de alumnos que resultaron excluidos del Centro elegido
en primera opción, a quienes la Comisión de Escolarización
tuvo que adjudicar un puesto escolar, y las plazas libres dis-
ponibles en cada zona para esa finalidad:

Según datos aportados por la Consejera de Educación,
Cultura y Deporte en la tramitación de un expediente con-
creto relativo al proceso de admisión, en la ciudad de Zara-
goza para el curso 2004/2005 en el nivel de primer curso del
segundo ciclo de Educación Infantil, se han ofertado 5655
puestos escolares sostenidos con fondos públicos para 5301
solicitudes lo que ha permitido garantizar un puesto escolar
gratuito a todos los solicitantes. 

No obstante, con la actual distribución de plazas, no re-
sulte posible atender la demanda en los centros elegidos por
las familias como primera opción en un porcentaje que, en
Zaragoza capital, resulta bastante considerable (si nos atene-
mos a las cifras que aparecen en el cuadro anterior, fueron
865 los alumnos excluidos, lo que supone un 15% aproxi-
madamente). En esta ciudad, son más de 40 los Centros edu-
cativos en los que la demanda ha superado la oferta de pla-
zas, aunque los mayores problemas se detectan en una
veintena de Centros, la mayoría ubicados en las zonas 1, 2 y
5. Hasta el presente proceso, la zona 1 era la que mayor ca-
rencia de plazas presentaba debido al crecimiento urbanísti-
co del ACTUR, mas en la actualidad están resultando muy
problemáticas las zonas 2 y 5 por los motivos ya expuestos.

Por otra parte, es posible que la oferta global de 5655 pla-
zas para 5301 solicitudes esté excesivamente ajustada si te-
nemos en cuenta que son numerosas las instancias fuera de
plazo que se presentan a lo largo de todo el año, para las que
el número de puestos escolares sin cubrir puede resultar in-
suficiente. Ya en los primeros días de septiembre, antes del
inicio del curso escolar, las Comisiones de Escolarización te-
nían que adjudicar puesto escolar a más de seiscientos niños
de los que una tercera parte, aproximadamente, son inmi-
grantes. 

También en Teruel hubo exceso de solicitudes frente a la
oferta global de puestos escolares: Quedaron 34 alumnos de
3 años excluidos para 13 plazas vacantes. Un problema simi-
lar de falta de plazas en la ciudad de Huesca se ha solucio-
nado mediante la apertura de 3 aulas más de las inicialmen-
te previstas para 1.º de segundo ciclo de Educación Infantil.

Si bien es cierto que, con las subidas de ratios y la crea-
ción de nuevas unidades, computando el total de plazas por
zonas se han logrado suficientes puestos escolares, en mu-
chos casos los Colegios adjudicados están tan alejadas del
domicilio familiar o del lugar del trabajo que supone un im-
portante esfuerzo tener que desplazar a los alumnos que por
su temprana edad han de ir acompañados de un adulto en el
nivel de admisión más generalizado (1.º de Educación Infan-
til, 3 años). A ello se une la dificultad de las comunicaciones
entre determinadas zonas utilizando los transportes públicos,
así como el hecho de que los menos favorecidos son los que
no disponen de medios de transporte propios. 

8.2. PREVISIÓN DE PLAZAS

El preámbulo de la LODE precisa que «es una ley de pro-
gramación de la enseñanza, orientada a la racionalización
de la oferta de puestos escolares gratuitos...» y propugna que
la programación general de la enseñanza «debe asegurar si-
multáneamente el derecho a la educación y la posibilidad de
escoger centro docente», aun cuando a continuación matiza
que ello se hará «dentro de la oferta de puestos escolares
gratuitos...». Ha de tenerse en cuenta que el preámbulo de la
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ZARAGOZA 
N.º de Alumnos 

no admitidos en 1.ª opción 

Plazas vacantes para 

adjudicar a esos alumnos 

Zona 1 156 152 
Zona 2 101 105 
Zona 3 29 57 
Zona 4 11 30 
Zona 5 321 344 
Zona 6 166 197 
Zona 7 81 92 

Fuente: Heraldo de Aragón de 25/05/2004 



LODE preconiza que el tratamiento de la libertad de ense-
ñanza debe entenderse en un sentido amplio y no restrictivo,
explicitando que al Estado y a las Comunidades Autónomas,
por medio de la programación general de la enseñanza, co-
rresponde asegurar la cobertura de las necesidades educa-
tivas, proporcionando una oferta adecuada de puestos esco-
lares. 

Es competencia del Departamento de Educación, Cultura
y Deporte el establecimiento de esa programación orientada
a la racionalización de la oferta de puestos escolares gratui-
tos que garantice la efectividad del derecho a la educación en
su ámbito territorial. Para ello es preciso planificar con sufi-
ciente antelación, adecuando esa oferta a las necesidades de
un futuro próximo, y dotar a los Centros de un número sufi-
ciente de plazas en función de la población que se prevé han
de atender. Recordemos que la disposición adicional tercera
de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación
General del Sistema Educativo, LOGSE, en su punto segun-
do expone que «Los Poderes públicos establecerán las nece-
sidades educativas derivadas de la aplicación de la reforma
de manera que se dé satisfacción a la demanda social, con la
participación de los sectores afectados». 

Sin embargo, tal como hemos puesto de manifiesto ante-
riormente, de acuerdo con la distribución de puestos escola-
res en Aragón en los últimos años, no todos los alumnos pue-
den acceder al centro docente elegido como primera opción,
llegando a plantearse algún supuesto en el que se adjudicaba
un Centro distinto a todos los consignados en la instancia de
admisión. A nuestro juicio, valorando la complejidad del
tema tanto por el número de niños afectados como por las li-
mitaciones presupuestarias de la Administración, considera-
mos que la solución del problema pasa por la vía de la plani-
ficación.

En este sentido, teniendo en cuenta el número de niños
nacidos en nuestra Comunidad en un determinado año sabre-
mos que, tres años después, esos niños requerirán un puesto
escolar en primero de Educación Infantil. Si en el baremo de
admisión se primase más el domicilio familiar que el laboral,
podríamos incluso conocer la zona de la ciudad en la que,
previsiblemente, esos niños van a ser escolarizados. Es evi-
dente que sobre esas cifras, aparte de pequeños desajustes
motivados por traslados u otras circunstancias familiares, se
puede producir una gran distorsión de ese número de alum-
nos previstos con tres años de antelación debido al fenóme-
no migratorio.

8.3. INCIDENCIA DE LA INMIGRACIÓN EN LA PLANIFICACIÓN

En España, el modelo de evolución futura de la población
de hasta 4 años de edad difiere del patrón previsto por la
Oficina Estadística para la Comunidades Europeas, Eurostat,
para el resto de los países de la Unión Europea, en los que las
cifras de inmigración neta ya se han estabilizado y donde a
partir de 2000 se constata una tendencia descendente suave
de la misma. Por contra, para España, se prevé un incremen-
to de niños en el rango de edad referido en tanto no se pro-
duzca la estabilización de los flujos migratorios que tanto
Eurostat como el INE, según hemos indicado anteriormente,
sitúan para España en 2010, año a partir del cual dejaría de
producirse ese incremento de la inmigración tan acusado en
la actualidad.

En consecuencia, la previsión es que las cifras de alum-
nado inmigrante aumenten notablemente de cara a un futuro
próximo. Pese al desconocimiento sobre cifras concretas de
incremento de inmigrantes, se puede observar la tendencia
en cuanto a zonas y extrapolar los datos correspondientes a
escolarización de la población inmigrante en cursos acadé-
micos anteriores. Todo ello posibilitaría que la Administra-
ción educativa aragonesa realizase una estimación del núme-
ro de puestos escolares necesarios para atender a este sector
de población imposible de cuantificar exactamente. Somos
conscientes de que el hecho de que los inmigrantes se incor-
poren a nuestro sistema educativo en cualquier momento a lo
largo del curso académico complica más, si cabe, la realiza-
ción de esa estimación.

A comienzos del año 2005, teniendo en cuenta por una
parte el número de nacimientos habidos en el año 2004 en
una determinada localidad o, en su caso, en la zona de resi-
dencia de los padres, y por otra, la estimación de llegada de
inmigrantes, se podrían realizar ya las previsiones de progra-
mación de puestos escolares para el primer curso de Edu-
cación Infantil correspondientes al año 2007. Análogamente
se puede proceder para prever necesidades de escolarización
en los dos próximos cursos académicos, 2005/2006 y
2006/2007, según nacimientos y estimación de llegada de in-
migrantes en los años 2002 y 2003, respectivamente. 

8.4. AMPLIACIÓN DE LA OFERTA EDUCATIVA

Por lo que respecta a los procedimientos de admisión de
alumnos correspondientes a los últimos cursos académicos,
tenemos constancia de que la Administración educativa ha
actuado con flexibilidad ampliando la relación alumnos/aula
establecida en la normativa autonómica en aquellas zonas en
las que el número de plazas era insuficiente. Medida de ca-
rácter excepcional adoptada en base a lo establecido en el ar-
tículo 28 del Decreto 135/2002, del siguiente tenor literal:

«Artículo 28.— Número máximo de alumnos por aula.
Si por necesidades de escolarización fuera preciso adap-

tar las ratios a las fijadas en la Ley Orgánica de Ordenación
General del Sistema Educativo, las Comisiones de Escolari-
zación lo propondrán al Director del Servicio Provincial co-
rrespondiente quién, a su vez, lo someterá a la aprobación
de los órganos centrales del Departamento. En cualquier
caso, la modificación afectará a todos los centros sostenidos
con fondos públicos de la zona con el fin de garantizar la es-
colarización equitativa evitando la concentración del alum-
nado en uno o varios centros.»

Ello ha permitido dar solución, entre otras cuestiones, a
la situación transitoria que se suscitaba en Centros concerta-
dos que impartían Infantil sin convenios de financiación, evi-
tando con esta medida excepcional que alumnos que habían
cursado la Educación Infantil en determinados centros con-
certados, que para ese nivel no estaban en su momento sos-
tenidos con fondos públicos y que, por consiguiente, no ha-
bían sido admitidos siguiendo el procedimiento oficial,
tuvieran que abandonarlo para cursar la Educación Primaria
en otro Colegio distinto. Situación que no se producirá en el
futuro debido a la firma de los convenios de financiación de
la Educación Infantil en aquellos Centros que tienen concer-
tada la Educación Primaria.
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Las previsiones de escolarización deben tener en cuenta,
muy especialmente, nuevas zonas urbanísticas de las ciuda-
des, a las que van a residir parejas jóvenes con niños, tal
como sucedió en su momento en el Ensanche de Teruel o en
el polígono ACTUR de Zaragoza. Junto a alguna de estas zo-
nas más consolidadas, que aún arrastran problemas de insu-
ficiencia de plazas, se debe hacer frente a las nuevas necesi-
dades de puestos escolares que surgirán como consecuencia
de la masiva construcción de urbanizaciones en el área me-
tropolitana de las grandes ciudades. En nuestra opinión, aun
cuando ya hemos hecho notar que el principio de elección de
centro educativo no puede configurarse como un derecho ab-
soluto, se debe ajustar más la oferta de plazas escolares a la
demanda con la finalidad de conseguir la escolarización de
todo el alumnado en alguno de los centros de su elección.

En años anteriores, con medidas excepcionales y el in-
cremento de unidades en algunos centros se ha venido solu-
cionando el problema de falta de plazas en determinadas zo-
nas. Sin embargo, en el actual curso académico, según datos
aportados por la Directora General de Administración Edu-
cativa del Departamento de Educación, Cultura y Deporte de
la DGA, ha habido un incremento de 2779 alumnos: 496 en
Huesca, 120 en Teruel y 2163 en Zaragoza. Ante esta eleva-
da cifra, diversos colectivos se han pronunciado sobre la ne-
cesidad de que la Administración agilice la construcción de
nuevos centros escolares, lo que sin duda exige una gran in-
versión económica que las habituales limitaciones presu-
puestarias pueden hacer inviable. 

En consecuencia, es preciso valorar la conveniencia de
adoptar otras medidas de más bajo coste como la de incre-
mentar del número de unidades en aquellos Centros sosteni-
dos con fondos públicos cuyas instalaciones disponen de es-
pacio suficiente para ello. La necesidad de crear nueva
plazas ha sido hecha suya por el Gobierno de Aragón y, en
algunos casos concretos, existen Resoluciones que autorizan
la modificación de unidades en Educación Infantil en deter-
minados Centros, ampliando el número de éstas. La realidad
demuestra lo acertado de esta decisión cuando hay solicitu-
des suficientes en el Centro en cuestión para cubrir de forma
completa esa ampliación de puestos escolares. No obstante
lo anterior, y pese a que con los alumnos excluidos se pue-
dan ocupar todas las plazas de una unidad más, se observa
que en algunos Centros concertados la Administración no fi-
nancia su apertura. Estimamos que una vez aprobada la Re-
solución de concesión de una unidad adicional, si el Centro
tiene un exceso de demanda suficiente para ocupar los pues-
tos escolares de nueva concesión, la Administración debería
acordar su puesta en funcionamiento siempre y cuando con
ello no se superen el número de unidades que el Centro ten-
ga concertadas en Educación Primaria.

8.5. LA EDUCACIÓN INFANTIL

La LOCE establece en su artículo 11.2 que, para el nivel
de Educación Infantil, las Administraciones educativas ga-
rantizarán la existencia de puestos escolares gratuitos en cen-
tros públicos y en centros privados concertados para atender
la demanda de las familias. No cabe, por consiguiente, adu-
cir que, por tratarse de un nivel no obligatorio de enseñanza,
la Administración no está obligada a proporcionar un puesto
escolar gratuito a los alumnos de Infantil. En este sentido,

hemos observado que el Departamento de Educación, Cultu-
ra y Deporte garantiza en este nivel educativo, de 3 a 6 años,
una plaza sostenida con fondos públicos a todos los solici-
tantes. 

La prestación de este servicio educativo se configura
como esencial para favorecer un incremento de la muy baja
tasa de natalidad en nuestra Comunidad Autónoma, así como
para promover la incorporación de la mujer al mundo labo-
ral. Por otra parte, la asistencia del niño a un centro educati-
vo, aparte de su custodia mientras sus padres trabajan, le
aporta unas experiencias que apoyan y complementan las vi-
vidas en la familia y puede contribuir eficazmente a com-
pensar algunas de las carencias y a nivelar los desajustes que
tienen su origen en las diferencias de entorno social, cultural
y económico. 

El ejercicio del derecho a la educación es uno de los me-
jores instrumentos para luchar contra la desigualdad. Ade-
más, la incorporación al sistema educativo a una edad tem-
prana posibilita la prevención de algunas dificultades, así
como prestar una atención de carácter preventivo y compen-
sador a niños con necesidades educativas especiales lo que
sin duda favorecerá su desarrollo futuro.

Una adecuada planificación para la atención de necesi-
dades futuras de escolarización exige la colaboración de las
Corporaciones Locales, que deben coordinar sus actuaciones
con la Administración educativa, especialmente en estos pri-
meros niveles de enseñanza. A este respecto, la Ley Orgánica
1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema
Educativo, en adelante LOGSE, dispone en el artículo 11.2
que las Administraciones Educativas desarrollarán la educa-
ción infantil y puntualiza que «A tal fin determinarán las
condiciones en las que podrán establecerse convenios con
las Corporaciones Locales, otras Administraciones Públicas
y entidades privadas, sin fines de lucro». 

Esa Educación Infantil a que hacía referencia la LOGSE
comprendía dos ciclos: el primero que se extendía hasta los
tres años, y el segundo desde los tres hasta los seis años de
edad. En la actualidad, la LOCE, redefine la estructura del
sistema educativo en estos niveles: Educación Preescolar, de
carácter voluntario para los padres, dirigida a los niños de
hasta los tres años de edad; y la Educación Infantil, de ca-
rácter voluntario y gratuito, que está constituida por un ciclo
de tres años académicos que se cursará desde los tres a los
seis años de edad. Es decir, la Educación Infantil se consti-
tuye como una etapa no obligatoria pero sí gratuita, gratui-
dad que en nuestra Comunidad se anticipó a la promulgación
de la Ley debido a la firma de convenios de financiación. 

El Gobierno de Aragón, por Acuerdo de 17 de abril de
2002, decidió financiar la Educación Infantil mediante con-
venios abiertos a todos los centros con autorización definiti-
va para impartir ese nivel educativo y que tuvieran concer-
tada la Educación Primaria. Sin embargo, existen Centros
específicos de Educación Infantil muy consolidados en nues-
tra Comunidad Autónoma que quedaron fuera de la firma de
estos convenios debido a que no imparten la Educación Pri-
maria. 

Ocho de estos Centros, que escolarizan a 245 alumnos en
primer curso de Educación Infantil, se dirigieron a esta Ins-
titución considerando que están abocados a desaparecer sal-
vo que se estudie alguna posibilidad que les permita acceder
a los convenios de financiación y dar continuidad en otros
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Centros educativos a sus alumnos. Sobre esta cuestión, des-
de el Departamento de Educación, Cultura y Deporte mani-
fiestan que «la normativa actual no contempla la adscrip-
ción de centros de infantil a centros de primaria. Aún en el
supuesto de que se contemplase en el futuro, los centros son
de titularidad privada y para poder realizar la adscripción
sería necesario un acuerdo entre titulares de centro adscrito
y del centro receptor». 

La solución que aporta la Administración educativa es
que esos centros podrían intentar «fusionarse con centros
concertados», aunque reconocen que en la mayoría de éstos,
el número de vías de Infantil coincide con el número de gru-
pos que hay en cada curso de Primaria. Es evidente que la fu-
sión que propone el Departamento de Educación, Cultura y
Deporte sólo sería factible con los centros que tienen menos
vías en Infantil que en Primaria, que en Zaragoza capital se-
rían los siguientes: 

de factores sociales, económicos, culturales, de salud u otras
semejantes. En cuanto a la escolarización de este alumnado,
el artículo 4.2 del Decreto 217/2000 señala la obligatoriedad
de todos los centros sostenidos con fondos públicos de ad-
mitir a los alumnos con necesidades educativas especiales y,
a estos efectos, la Administración educativa debe establecer
criterios para su escolarización en los distintos niveles edu-
cativos «manteniendo una distribución equilibrada conside-
rando su número y sus especiales circunstancias».

En idénticos términos a los del Decreto se refleja esa ne-
cesidad de mantener «una distribución equilibrada conside-
rando su número y sus especiales circunstancias» en la
Orden de 25 de junio de 2001, del Departamento de Educa-
ción y Ciencia, por la que se regula la acción educativa para
el alumnado que presenta necesidades educativas especiales
derivadas de condiciones personales de discapacidad física,
psíquica o sensorial o como consecuencia de una sobredota-
ción intelectual, aun cuando la Orden puntualiza que pueden
«establecerse centros de atención preferente para alumnos
con discapacidad motora o auditiva». 

Igualmente, la Orden de 25 de junio de 2001, del Depar-
tamento de Educación y Ciencia, por la que se establecen
medidas de Intervención Educativa para el alumnado con ne-
cesidades educativas especiales que se encuentre en situacio-
nes personales sociales o culturales desfavorecidas o que ma-
nifieste dificultades graves de adaptación escolar, señala
como un principio general de actuación el «establecer una
distribución equilibrada de los alumnos con necesidades de
compensación educativa entre todos los centros sostenidos
con fondos públicos en condiciones que favorezcan su inser-
ción y adecuada atención educativa» (art.º tercero.2). Y
entre los destinatarios de estas medidas de acción compensa-
dora la Orden señala, entre otros, tanto al alumnado pertene-
ciente a minorías étnicas o culturales como a los alumnos in-
migrantes con desconocimiento o conocimiento insuficiente
de la lengua castellana.

En el mismo sentido ya apuntado, el Decreto 135/2002
determina en su artículo 27 que deberá conseguirse una dis-
tribución equilibrada de los alumnos con necesidades educa-
tivas especiales asociadas a situaciones sociales o culturales
desfavorecidas entre los centros sostenidos con fondos pú-
blicos en condiciones que favorezcan su inserción, evitando
su concentración o dispersión excesivas. 

Pese a ello, se detecta un desequilibrio en la escolariza-
ción de alumnos con necesidades educativas especiales y es
en algunos centros públicos y privados concertados ubicados
en determinados barrios donde se concentra una mayoría, se-
gún los datos y porcentajes que constan en un Informe Espe-
cial anterior sobre Inmigración elaborado por esta Institu-
ción. Globalmente, se observa una mayor proporción de
estos alumnos en los centros públicos y, al respecto, debemos
recordar que para acogerse al régimen de conciertos hay tres
factores que otorgan preferencia, siendo uno de ellos el he-
cho de que el centro atienda a poblaciones escolares de con-
diciones sociales o económicas desfavorecidas. 

El incremento del alumnado inmigrante en nuestra Co-
munidad Autónoma hace necesario promover cambios fun-
damentales en nuestras instituciones educativas ya que el
alto porcentaje de estos alumnos en algunos centros empieza
a producir desequilibrios. Consecuentemente, ya se han em-
pezado a adoptar medidas y se han dictado normas específi-
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a) Proximidad del domicilio 

• Domicilio familiar o. alternativamente, lugar de trabajo de uno 
cualquiera de los padres o tutor situado dentro do la zona de In-
fluencia en la que está ubicado el Centro solicitado 

6 puntos 

• Domicilio familiar o. alternativamente, Lugar de trabajo de uno 
cualquiera de los padres o tutor, situado en las zonas limítrofes a 
la zona do Influencia en la que está ubicado el Centro solicitado. 

3 puntos 

• Domicilio familiar o alternativamente, lugar de trabajo de uno 
cualquiera de los padres o tutor, situado en otras zonas. 

0 puntos 

  

b) Renta anual de la unidad familiar 

• Rentas iguales o inferiores al Salario Mínimo Interprofesional 1 punto 

Aun cuando varios centros con un número de vías de
Educación Infantil menor que el número de vías de Educa-
ción Primaria se han dirigido al Departamento para igualar
ambos niveles, según nos informa la Administración educa-
tiva, algunos están limitados por su capacidad y «en la ma-
yoría de los casos tienen agotado su volumen edificable». Un
acuerdo en el sentido apuntado entre centros concertados que
no disponen de espacio suficiente para ampliar su Educación
Infantil y Centros específicos de Educación Infantil daría so-
lución al problema planteado.

9. ESCOLARIZACIÓN DE ALUMNOS CON NECE-
SIDADES EDUCATIVAS ESPECIALES

La LOGSE establece en su Titulo Quinto, relativo a la
compensación de las desigualdades en la educación, que las
Administraciones educativas asegurarán una actuación pre-
ventiva y compensatoria garantizando, en su caso, las condi-
ciones más favorables para la escolarización, durante la
educación infantil, de todos los niños cuyas condiciones per-
sonales, por la procedencia de un medio familiar de bajo ni-
vel de renta, por su origen geográfico o por cualquier otra
circunstancia, supongan una desigualdad inicial para acceder
a la educación obligatoria y para progresar en los niveles
posteriores. 

El Decreto 217/2000, de 19 de diciembre, del Gobierno
de Aragón, de atención al alumnado con necesidades educa-
tivas especiales incluye entre los alumnos de tal calificación
a quienes requieren durante su escolarización o parte de ella
determinados apoyos y atenciones educativas específicas de-
rivadas de discapacidades físicas, psíquicas y sensoriales, de
sobredotación intelectual, de trastornos graves de conducta o
por hallarse en situación desfavorecida como consecuencia



cas relativas a su escolarización. En algunas autonomías se
exige que todos los centros sostenidos con fondos públicos
reserven plazas para este tipo de alumnado a fin de que no se
concentren en determinados centros ni deriven hacia la ex-
clusión social. 

Estimamos como una medida de discriminación positiva
el hecho de que la Comunidad Autónoma de Aragón haya re-
flejado en su normativa sobre admisión de alumnos una re-
serva de plazas en todos los centros sostenidos con fondos
públicos para el alumnado con necesidades específicas, cali-
ficación en la que cabría incluir a determinados alumnos in-
migrantes que, además, se pueden incorporar en cualquier
momento del año. Sin embargo, en la práctica, la excesiva
demanda de plazas en algunos Centros constituye un impe-
dimento para la consecución de esa distribución equilibrada
de este tipo de alumnado que proclama la normativa de apli-
cación. 

Desde la Administración educativa se potencia el conta-
bilizar separadamente las plazas destinadas a alumnos con
necesidades educativas especiales y se impide la admisión de
alumnos ordinarios en las plazas destinadas a éstos. En esa
misma línea, si se fija un número máximo de alumnos con
necesidades educativas especiales por unidad escolar, en el
momento en que en un aula se alcanzase esa cifra, deberían
derivarse, en la medida de lo posible, los alumnos con nece-
sidades específicas a otra unidad del mismo Centro o a otro
Colegio próximo en el que hubiera unidades con plazas li-
bres de las reservadas para este tipo de alumnado. Respetan-
do esa reserva de puestos escolares para alumnos con nece-
sidades educativas especiales en esos límites mínimo y
máximo por unidad escolar se lograría evitar esa excesiva
concentración que se da actualmente en algunos Centros de
nuestra Comunidad.

La integración del alumnado que presenta necesidades
educativas especiales, ya sean éstas derivadas de condiciones
personales de discapacidad física, psíquica o sensorial o
como consecuencia de que se encuentre en situaciones per-
sonales sociales o culturales desfavorecidas o que manifies-
te dificultades de adaptación escolar, requiere que el número
de alumnos de estas características en cada unidad escolar
sea minoritario. De otra forma, será muy difícil que se pue-
da lograr esa deseable integración de estos alumnos en nues-
tro sistema educativo.

Quede claro que lo anteriormente expuesto debe ser con-
siderado como un criterio o desiderátum, no como una nor-
ma de estricto cumplimiento que, cuando se superase una
cierta proporción, obligara a los niños extranjeros a despla-
zarse a otros Centros educativos muy alejados de su barrio de
residencia. Debemos tender hacia la igualdad entre unos
Centros y otros, sean públicos o concertados, lo cual no
siempre es fácil, porque dependiendo de las zonas hay más o
menos familias inmigrantes viviendo en ellas. Al mismo
tiempo, hay que dotar de los mismos recursos de apoyo a los
Centros públicos y concertados que escolarizan alumnado
con necesidades educativas especiales.

10. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

Primera.— En el área de Educación de la Institución del
Justicia, en los últimos años, el mayor volumen de quejas se
presentan como consecuencia de la aplicación del procedi-

miento de admisión de alumnos en centros docentes sosteni-
dos con fondos públicos en nuestra Comunidad Autónoma,
teniendo todas ellas como motivo principal, aun cuando las
causas que se alegan sean muy variadas, el hecho de que un
solicitante de puesto escolar haya quedado excluido del Cen-
tro elegido en primera opción.

Reconociendo el esfuerzo que se ha hecho para que todos
los niños estén escolarizados, desde el Gobierno de Aragón
se deben adoptar medidas a medio y largo plazo para ampliar
la oferta educativa mediante la creación de nuevos Centros,
especialmente en aquellas zonas donde el número de puestos
escolares se prevé, o ya es, insuficiente debido a incrementos
de población. Para la ampliación de puestos escolares, la
Administración educativa ha de regirse por criterios de eco-
nomía en la gestión de los recursos públicos, favoreciendo
también actuaciones de bajo coste tales como la concesión de
unidades a Centros sostenidos con fondos públicos que lo so-
liciten y dispongan de espacio suficiente para ello. En el mis-
mo sentido, promoviendo que Centros específicos de Educa-
ción Infantil se vincularan a Centros de Primaria que no
imparten ese nivel o que tienen menos vías de Infantil que de
Primaria, se podría lograr la firma de convenios de financia-
ción con esos Centros de Infantil, lo que contribuiría a am-
pliar la oferta gratuita de puestos escolares de tres a seis años.

A corto plazo, a fin de atender de forma inmediata las ne-
cesidades educativas ajustándose, en la medida de lo posible,
a lo que demandan las familias, desde el Departamento de
Educación, Cultura y Deporte se deben adoptar medidas de
carácter excepcional dentro de los márgenes que la normati-
va de aplicación permita, teniendo siempre presente que este
proceso de admisión de alumnos en centros sostenidos con
fondos públicos ha de respetar el principio del interés supe-
rior del menor. 

Segunda.— El baremo de admisión resulta determinante
para la admisión de un solicitante en un determinado Centro,
por lo que sus apartados, conceptos y puntuaciones deben re-
flejar lo más fielmente posible los principios que inspiran los
criterios prioritarios del mismo, señalados en la Ley Orgá-
nica del Derecho a la Educación. En consecuencia, debería
beneficiar a las familias en situación socio-económica más
desfavorecida, a quienes tengan su residencia más próxima al
Centro educativo y a aquellos solicitantes con hermanos que
sean alumnos del Centro.

A este fin, estimamos oportuno que se proceda a revisar
y, en su caso, modificar la normativa autonómica de aplica-
ción vigente, de forma que en el baremo de admisión la dis-
tancia a la que se encuentra el domicilio familiar del centro
solicitado sea valorada en su justa medida, especialmente en
los casos en que por tratarse de menores, necesitan ser acom-
pañados de un adulto en sus desplazamientos. Además, con-
sideramos que la normativa debería reflejar una cierta preva-
lencia del domicilio familiar sobre el laboral.

Asimismo, es preciso estudiar posibles modificaciones
con objeto de procurar la agrupación de hermanos en un mis-
mo Centro, circunstancia que no se consigue en todos los ca-
sos con el actual baremo.

Tercera.— En otras Comunidades Autónomas, en el pro-
ceso de admisión de alumnos se tienen en cuenta determina-
dos aspectos que han incorporado a su normativa autonómi-
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ca como criterios complementarios y que no están recogidos
en la normativa básica estatal, de obligado cumplimiento
para todas las Comunidades del Estado. 

Una ampliación de los conceptos que actualmente se va-
loran o la modificación de las puntuaciones que se otorgan
en alguno de los apartados ya existentes, además de lograr
una mejor adaptación del procedimiento a los principios ins-
piradores del mismo, contribuiría a reducir el número de
alumnos cuya admisión se decide según el resultado de un
sorteo. 

Nos parece oportuno que el Departamento de Educación,
Cultura y Deporte estudie la conveniencia de introducir en el
baremo nuevos criterios que pudieran hacer referencia a di-
versas circunstancias, como el hecho de ser hijos de trabaja-
dores del Centro, exalumnos del Centro que lo abandonaron
como consecuencia de un traslado familiar y regresan de nue-
vo a la localidad, alumnos procedentes de un Centro específi-
co de Educación Infantil que han de cambiar necesariamente
de Centro para cursar Primaria, la situación laboral de los pa-
dres o tutores, así como cualesquiera otras circunstancias que
la Administración educativa considere pertinentes.

Cuarta.— El sistema de celebración del sorteo público
ante el Consejo Escolar debería ser revisado y, manteniendo
el momento en que se ha celebrado en la última convocato-
ria, modificar el mecanismo establecido para la realización
del mismo. Frente al sistema alfabético, estimamos que un
sorteo numérico es más equitativo. 

La celebración de un único sorteo numérico para la orde-
nación de todos los alumnos solicitantes de plaza escolar en
nuestra Comunidad Autónoma, pese a su complejidad, evita-
ría la comisión de fallos en la realización del sorteo por
parte de algunos Centros y la ordenación resultante tendría
también validez para posteriores actuaciones, como la adju-
dicación de plazas por parte de las Comisiones de Escolari-
zación, sin necesidad de realizar nuevos sorteos. 

Quinta.— No hay en la normativa aplicable al procedi-
miento de admisión de alumnos la suficiente precisión sobre
cómo ha de actuar la Comisión de Escolarización en el pro-
ceso de adjudicación de plazas. Tampoco se contempla la
exigencia de dar publicidad a los criterios que en una deter-
minada convocatoria se adopten para realizar en la práctica
las adjudicaciones. Por otra parte, la notificación de las pla-
zas adjudicadas se realiza de forma fragmentada, mediante
su exposición en los tablones de anuncios de los Centros
donde cada alumno presentó su instancia de admisión. 

Es necesario dotar de mayor transparencia a este proceso
de asignación de plazas por parte de las Comisiones de Esco-
larización, haciendo públicos los criterios objetivos que se
van a aplicar antes del inicio del procedimiento y elaborando
al final del mismo una lista única de adjudicaciones, todo
ello con la finalidad de favorecer un mayor control del pro-
ceso, facilitando el seguimiento de la actuación de estas Co-

misiones, y con objeto de garantizar una mejor defensa de
los derechos de los ciudadanos afectados por sus decisiones. 

Sexta.— En ocasiones, los procesos de reclamación con-
tra la adjudicación de un puesto escolar en un Centro no so-
licitado en la correspondiente instancia de admisión, prosi-
guen y están pendientes de resolución ya iniciado el curso
escolar, con el consiguiente desconcierto por parte de las fa-
milias reclamantes. Por otra parte, parece deseable que el
proceso de admisión en período ordinario quede completa-
mente resuelto con anterioridad a que la Comisión de Esco-
larización adjudique plaza a las instancias que se presentan
posteriormente «fuera de plazo», bien por traslado o bien por
alguna circunstancia excepcional. 

Para ello es necesario que el Departamento de Educa-
ción, Cultura y Deporte anticipe las fechas en que se ha de
desarrollar el proceso de admisión con objeto de disponer de
tiempo suficiente para dictar resolución expresa en los pro-
cedimientos de reclamación, en la medida de lo posible, an-
tes de finalizar el curso escolar en el que se desarrolla el pro-
cedimiento y, en cualquier caso, antes del comienzo del año
académico para el que se está solicitando plaza.

Séptima.— Las acusaciones de fraude, formuladas con
carácter general sin particularizar a casos concretos, en la
presentación de la documentación acreditativa son relativa-
mente numerosas. Por ello, la Administración educativa de-
bería adoptar cautelas adicionales para dificultar al máximo
que se puedan falsear circunstancias que se valoran en el pro-
ceso de admisión.

Así, para la acreditación de las rentas, en vez de otorgar
validez a la copia de la hoja de liquidación del IRPF, se de-
bería exigir un certificado de la Agencia Estatal de la Admi-
nistración Tributaria. También parece necesario revisar la
documentación acreditativa que se ha de exigir para valorar
la enfermedad crónica del alumno, que es otro de los aparta-
dos del baremo que más denuncias suscita, e intervenir en el
proceso de supervisión con objeto de que sean unos mismos
especialistas cualificados quienes examinen y, en su caso,
otorguen la correspondiente puntuación a los certificados
médicos acreditativos de padecer una enfermedad crónica
que afecte al sistema digestivo, endocrino o metabólico y
exija como tratamiento esencial el seguimiento de una dieta
compleja y un estricto control alimenticio cuyo cumplimien-
to condicione de forma determinante el estado de salud físi-
ca del alumno.

Estando muy generalizada entre la población la idea de
que en el proceso de admisión de alumnos se cometen frau-
des sin que ello reporte consecuencias negativas para los
defraudadores, es necesario que el Departamento de Educa-
ción, Cultura y Deporte actúe con la finalidad de obstaculi-
zar tales prácticas y ofrecer mayores garantías a los partici-
pantes en el procedimiento, evitando además las dudas y
suspicacias actuales sobre el proceso.
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